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RESUMEN 

La investigación estuvo orientado a establecer el nivel de corrupción en la 

administración pública y la actuación de la fiscalía anticorrupción generada en el 

distrito fiscal de Ucayali, teniendo al respecto a la lucha contra el fenómeno de 

la corrupción administrativa teniendo en consideración que es uno de los 

principales problemas para el desarrollo de nuestro país.   En el segundo capítulo 

la investigación se centró su enfoque en los antecedentes y las bases teóricas 

de la corrupción administrativa, su definición, así como la forma como el 

fenómeno se presenta al interior de la administración estatal, para luego 

proceder a enfocar los alcances de la responsabilidad administrativa que es 

susceptible de generarse como resultado de la acción de los agentes públicos 

en el ejercicio de sus funciones. En la metodología se consideró una muestra 

representada por 55 Abogados litigantes en todos los delitos de corrupción de 

funcionarios con expedientes investigados en la Fiscalía Anticorrupción de 

Ucayali, periodo 2017, seleccionados mediante el tipo de muestreo no 

probabilístico intencional. La investigación se desarrolló en el marco de 3 niveles; 

jurídico social, descriptivo y explicativo; se tendrá como instrumento un 

cuestionario elaborado por el investigador. Los resultados obtenidos, nos dice 

que la corrupción en la administración pública se relaciona directamente con la 

actuación de la fiscalía anticorrupción y los factores evaluados también se 

relaciona directamente. 

Palabras claves: Gestión, investigación, pruebas 
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ABSTRACT 

This research work is aimed at establishing the level of corruption in public 

administration and the performance of the anti-corruption prosecutor's office 

generated in the Ucayali fiscal district, has had regard to the fight against the 

phenomenon of administrative corruption taking into account that it is one of the 

main problems for the development of our country. The work first develops an 

effort to describe the problem in order to explain the causes, prognosis and 

prognostic control with respect to the two variables under study, the corruption of 

public administration and the action of the anti-corruption prosecutor. As also the 

justification, importance and limitation of the investigation will be given to be able 

to know the field of study; The objectives of the investigation are presented. In 

the second chapter, the research focuses on the background and the theoretical 

basis of administrative corruption, its definition, as well as how the phenomenon 

occurs within the state administration, and then proceed to focus on the scope of 

responsibility administrative that is likely to be generated as a result of the action 

of public agents in the exercise of their functions. Next, you will see the 

methodology. Which was taken a sample that will be represented by 55 lawyers 

litigating in all crimes of corruption of officials with files investigated in the 

Anticorruption Prosecutor's Office of Ucayali, period 2017, selected by the type 

of intentional non-probabilistic sampling. The research will be developed within 

the framework of 3 levels; legal social, descriptive and explanatory; a 

questionnaire prepared by the researcher will be used as an instrument. 

The results obtained, tells us that corruption in public administration is directly 

related to the performance of the anti-corruption prosecution and the factors 

evaluated is also directly related. 

Keywords: Gestión, investigación, pruebas 
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INTRODUCCION 

La presente investigación se refiere al tema de delitos de corrupción en la 

administración pública y la relación con la actuación de la fiscalía anticorrupción 

en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. Para analizar esta problemática es necesario 

mencionar los factores que se estudiara; cumplimiento de la ética, gestión 

pública y contrataciones del estado y la legislación nacional.  

La investigación de esta problemática social se realizó por el interés de conocer 

por que ha crecido la corrupción en las instituciones públicas, esencialmente en 

la administración pública y la actuación de la fiscalía anticorrupción. 

Las encuestas se realizaron a líderes naturales, es decir, a informantes clave. 

Un informante clave es una característica de la muestra no probabilística 

conocida como intencional. Este tipo de muestra fue el que empleamos en la 

metodología para nuestro estudio. 

Durante la investigación de campo, uno de los obstáculos en la encuesta fue el 

temor para aceptar la plática con el investigador. 

En el capítulo I se realizará el planteamiento del problema, justificación, propósito 

importancia, limitaciones, los objetivos y las variables con sus diferentes 

dimensiones de la investigación. 

En el capítulo II veremos los antecedentes internacionales y nacionales y las 

bases teóricas que sustenta la investigación. 

En el capítulo III se verá la metodología de la investigación el ámbito, población, 

muestra, nivel y tipo de estudio, diseño de investigación, técnicas e instrumentos 

y validación y confidencialidad de instrumento. 



x 
 

En el capítulo IV se hace referencia a los resultados y discusión de ellos en 

comparación con los antecedentes planteados. 

  



10 
 

CAPITULO I. ASPECTOS BÁSICOS DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

1.1. Fundamentación del problema de investigación 

En la región Ucayali, la corrupción es un problema latente sin una 

solución real y sanción justa a los infractores que cometen dichos actos 

irregulares en las distintas reparticiones públicas del Estado, como ser: las 

Instituciones Públicas Autónomas, Desconcentradas, Descentralizadas, en 

las que se violan los principios éticos, morales de las instituciones públicas 

del Estado.  

La lucha contra la corrupción y el fortalecimiento de las instituciones 

públicas es un proceso continuo y sostenido, en el cual se deben desarrollar 

mecanismos estructurales de información y perfeccionamiento de los 

servicios para transparentar los procesos institucionales y ampliar la 

participación ciudadana. La implementación de estos procesos y 

mecanismos a nivel institucional es inviable si no están dados dos 

requisitos indispensables que son: la voluntad política y ejemplo, desde los 

máximos niveles de decisión política institucional hasta los rangos 

jerárquicos inferiores (OROZCO LOZA, 2010). Las cifras oficiales muestran 

que el incremento de la corrupción y la criminalidad en el ejercicio de la 

función pública proveniente de la actividad política en el Perú son cada vez 

más alarmantes. 

Al entrar en vigencia el Nuevo Código Procesal Penal, su finalidad era 

dar celeridad a los procesos penales, pero celeridad no debe ser visto o 

interpretado como impunidad por falta de probidad en las actuaciones del 

Ministerio Publico en los delitos funcionales. 
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Se ha identificado un conjunto de problemas en las investigaciones 

fiscales, muchos de los cuales se explican por diversos factores 

relacionados a aspectos de lineamientos de política, organización y gestión; 

en efecto, esto involucra tanto los lineamientos generales desarrollados por 

la propia entidad como las prácticas de instancias intermedias y de los 

propios actores encargados de ejecutarlas en el nivel más operativo 

(REPUBLICA DEL PERU, DEFENSORIA DEL PUEBLO, 2014), es decir, 

los fiscales, peritos, asistentes de función fiscal, entre otros. Paralelamente, 

otros actores intervienen en la formación y la ejecución de la política 

trazada para perseguir la corrupción desde el Ministerio Público. Es el caso 

de la Policía y su Dirección Contra la Corrupción, así como la Procuraduría 

Pública Especializada en Delitos de Corrupción del Ministerio de Justicia 

(en adelante, Procuraduría Anticorrupción), la Defensa Pública a cargo del 

mismo Ministerio, y el Poder Judicial. La actuación de estas instituciones 

también contribuye, aunque en menor medida, al archivamiento de 

denuncias. 

Una de las principales preocupaciones en la reforma de la 

administración de justicia para mejorar la justicia penal en materia de 

corrupción se debe a que existen diversos factores que la afectan 

negativamente: a) la demora en los procesos, una de cuyas consecuencias 

es el promedio histórico de 80% de presos sin condena en las cárceles; b) 

las condiciones que favorecen que se produzcan casos de corrupción; c) la 

proliferación de procesos sumarios en el marco de una lógica formalista, 

que no contiene especiales garantías para las partes; d) la gran sobrecarga 

procesal, que imposibilita la adecuada impartición de justicia; y e) los altos 
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índices de inseguridad ciudadana, en parte por la ausencia de una justicia 

penal eficiente (Huaura, 2004).  

Los delitos de corrupción en la Administración Pública en las 

instituciones públicas de la región Ucayali es un problema de alta tasa en 

actos delictivos que genera la sobrecarga procesal en la actuación de la 

Administración de Justicia, como es el caso de la fiscalía anticorrupción en 

el distrito fiscal de Ucayali, tal como se observa en el siguiente cuadro. 

Tabla N° 01 

Tabla de actos delictivos  

CARGA PROCESAL POR TIPIFICACIÓN DE 

DELITO 

2017 

Concusión 101 

Exacción Ilegal 20 

Colusión 154 

Patrocinio Ilegal 10 

Responsabilidad de peritos, árbitros y contadores 

particulares 

0 

Peculado 634 

Peculado de Uso 32 

Malversación 72 

Retardo injustificado de pago 19 
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Rehusamiento a entrega de bienes 0 

Extensión del tipo (387 Peculado y 389 

Malversación) 

0 

Cohecho pasivo propio 0 

Cohecho pasivo impropio 1 

Cohecho pasivo específico 5 

Corrupción pasiva de auxiliares jurisdiccionales 0 

Cohecho activo genérico 1 

Cohecho activo transnacional 0 

Cohecho activo específico 5 

Negociación incompatible o aprovechamiento 

indebido del cargo 

87 

Tráfico de influencias 41 

Enriquecimiento ilícito 0 

Otros sin tipificar 0 

TOTAL 1182 

Fuente: PPAD Ucayali – 2017. 

Se observa que en la región Ucayali, la corrupción está afectando a las 

instituciones públicas del Estado, lejos de ser un fenómeno aislado que 

se circunscribe sólo a las altas esferas del poder político o económico, es 

clara también su incidencia en la esfera social, es decir que el problema 
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no radica sólo en los bienes que se desvían o en la cantidad de dinero 

que el Estado pierde, sino, sobre todo, en los derechos que vulnera y en 

las barreras que genera en el acceso a los servicios básicos de salud, 

educación, justicia, entre otros. Así, desde esta mirada, la corrupción 

implica un problema de derechos para los ciudadanos en general en la 

región Ucayali. 

Por toda esta problemática referida, existen suficientes razones para 

realizar la presente investigación sobre la cual se justifica su desarrollo.  

 

1.2. Justificación e importancia de la investigación  

Existen motivos suficientes para justificar que este estudio debe efectuarse: 

 La presente investigación por su valor teórico se justifica porque 

recogerá aportes de conocimientos teóricos de las fuentes de 

información que comprenden literatura sobre los delitos de corrupción 

en la administración pública y la actuación de la fiscalía anticorrupción 

en el distrito fiscal de Ucayali, en la cual estará sustentado en teorías, 

principios, paradigmas y leyes de la investigación científica en lo que 

se refiere a la actuación fiscal sobre la teoría del delito en el 

“comportamiento”, la “tipicidad”, la “anti juridicidad”, y la “culpabilidad”, 

según la Constitución Política del Perú de 1979, en la cual crea el 

Ministerio Público, como un organismo autónomo cuya misión 

fundamental es defender la legalidad de los Derechos Humanos. 

Posteriormente entidad encargada de ser titular de la acción penal, 

con la finalidad de conducir todos los esfuerzos que expresen el 

desarrollo del Principio Acusatorio, destinado a combatir la corrupción 
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y a verificar que se sancione a los infractores, conformó un equipo de 

fiscales, encabezados por un Fiscal Superior Coordinador, del que 

formaron parte los Fiscales Provinciales Especializados 

Anticorrupción. 

 La presente investigación en la práctica se justifica por la implicancia 

trascendental de los delitos de corrupción en la administración pública 

y la actuación de la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali, ya que las denuncias pueden ser presentadas por cualquier 

medio idóneo (escrito, verbal, electrónico, etc.) y debe sustentarse 

debidamente con la documentación necesaria a efectos de facilitar y 

orientar la investigación pero no resulta imprescindible un 

conocimiento puntual de la norma penal que se ha infringido. En 

efecto en la práctica según la información proporcionada por la Unidad 

de Gestión de Indicadores del Ministerio Público del Distrito Fiscal de 

Ucayali se ha obtenido grandes índices de denuncias que han sido 

archivadas desde la entrada en vigencia del Código Procesal Penal 

en el distrito Fiscal de Ucayali desde el 2012. Para ello es necesario 

conocer la eficacia de la lucha anticorrupción emprendida, por la 

Fiscalía Anticorrupción con mecanismos integrales para combatir la 

corrupción en todos los frentes, con el fin de que este objetivo sea 

entendido e internalizado con la misma intensidad por la sociedad, 

con el fin de configurar una alianza estratégica de todas las 

instituciones del Estado, entidades privadas, y de los organismos 

sociales y cívicos orientada a diseñar desde su ámbito mecanismos 

de colaboración con el sistema anticorrupción. 
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 La presente investigación tiene justificación de relevancia social, ya 

que el fenómeno de la corrupción es que se manifiesta a partir de 

actos que distan de ser unipersonales, importan actos de distorsión 

de una función pública con el fin de obtener un beneficio. Es verdad 

que para ello se necesita de la participación del funcionario público; 

sin embargo, la distorsión de la función encomendada se realiza, 

también, para lograr obtener un beneficio a favor de un tercero. Por 

ello el representante del Ministerio Público como titular de la acción 

penal en la investigación preliminar persigue reunir los elementos de 

convicción que permitan al Fiscal decidir si formula o no acusación, 

en merito que la lucha contra la corrupción no es sólo un problema de 

las instituciones como la procuraduría anticorrupción o fiscalía 

anticorrupción, sino se necesita que la ciudadanía tenga una 

participación de lucha activa hacia los problemas de corrupción a 

pesar del coste económico y social que ello implica y, donde se 

evidencia la problemática de la paralización de expedientes por la 

abrumada carga procesal que tienen los Fiscales Anticorrupción de la 

región Ucayali. 
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1.3. Viabilidad de la investigación  

La investigación son los delitos de corrupción en la administración pública 

y la actuación de la fiscalía provincial especializada en delitos de corrupción 

de Ucayali es viable por a disponibilidad económica del investigador, el 

material biográfico existente, jurisprudencia nacional, así como también el 

apoyo profesional de un asesor experto en la materia y la accesibilidad al 

acceso dela información a través de solicitudes dirigías a entidades 

públicas como es el caso de la fiscalía provincial. 

 

1.4 Formulación del problema de investigación  

1.4.1. Problema general 

¿En qué medida los delitos de corrupción en la administración 

pública se relacionan con la actuación de la fiscalía anticorrupción 

en    el distrito fiscal de Ucayali, 2017? 

1.4.2. Problemas específicos 

 ¿En qué medida el cumplimiento de ética de la función pública 

se relaciona con el registro de denuncias con sentencias 

condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017? 

 ¿En qué medida la gestión contrataciones del estado se 

relaciona con el registro de denuncias con sentencias 

condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017? 

 ¿En qué medida la legislación nacional se relaciona con el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los 
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delitos de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción 

en el distrito fiscal de Ucayali, 2017? 

1.5. Formulación de los objetivos  

1.5.1. Objetivo general 

Determinar en qué medida los delitos de corrupción en la 

administración pública se relaciona con la actuación de la fiscalía 

anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

1.5.2. Objetivos específicos 

 Conocer de qué manera se aplica la ética de la función publica 

y su relación en el registro de denuncias con sentencias 

condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 Evaluar en qué medida la gestión contrataciones del estado se 

relaciona con el registro de denuncias con sentencias 

condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 Analizar si la legislación nacional se relaciona con el registro de 

denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el 

distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
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CAPÍTULO II. SISTEMA DE HIPOTESIS 

2.1. Formulación de las hipótesis  

1.2.1. Hipótesis general 

Hi: Los delitos de corrupción en la administración pública se 

relacionan de manera positiva con la actuación de la fiscalía 

anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

H0: Los delitos de corrupción en la administración pública no se 

relacionan de manera positiva con la actuación de la fiscalía 

anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

1.2.2. Hipótesis específicas 

 Hi1: La ética de la función publica se relaciona positivamente en el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos 

de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el 

distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 H01: La ética de la función pública no se relaciona positivamente 

en el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los 

delitos de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en 

el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 Hi2: La gestión contrataciones del estado se relaciona 

positivamente con el registro de denuncias con sentencias 

condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 H02: La gestión contrataciones del estado no se relaciona 

positivamente con el registro de denuncias con sentencias 
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condenatorias en los delitos de corrupción investigados por la 

fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 Hi3: La legislación nacional se relaciona de manera positiva alta 

con el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los 

delitos de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en 

el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 H03: La legislación nacional no se relaciona de manera positiva alta 

con el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los 

delitos de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en 

el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
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2.2. Operalización de variables 

Tabla N° 02  
Operacionalización de variables  
 

VARIABLE DIMENSIONES INDICADORES 

 
V.I 

    DELITOS DE 
CORRUPCIÓN EN LA 

ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA  

 

ÉTICA DE LA 
FUNCION PÚBLICA 
 
 
 
GESTIÓN PÚBLICA Y 
CONTRATACIONES 
DEL ESTADO 
 
 
 
LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
 
 

- Valores y principios éticos del servidor público 
-Responsabilidad en sus actuaciones. 
-Conducta ética ante el conflicto de intereses 
 
 
-Principios que rigen las contrataciones 
-Tipología de los delitos de corrupción de funcionarios 
- Capacidad del deber. 
 
 
 
- Decreto Legislativo N° 635. Código Penal  
- Decreto Legislativo N° 957, Código Procesal Penal 
- Ley Nº 30483. Ley de la carrera fiscal 
- Decreto Supremo N° 092-2017-PCM, Aprueba la Política Nacional de Integridad 
y Lucha contra la Corrupción. 
 

V.D 
ACTUACIÓN DE LA 

FISCALÍA 
ANTICORRUPCIÓN 

 
REGISTRO DE 

DENUNCIAS CON 
SENTENCIAS 

CONDENATORIAS 
 

 
- Nivel de celeridad en la investigación fiscal 
-Confianza ciudadana 
- Carga procesal y laboral 
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2.3. Definición de términos operacionales 

Tabla N° 03 
Definición de términos operacionales 

VARIABLES DEFINICIÓN CONCEPTUAL DEFINICIÓN OPERACIONAL 

DELITOS DE 
CORRUPCIÓN 

EN LA 
ADMINISTRACI
ÓN PÚBLICA 

La corrupción es un fenómeno que afecta la gobernabilidad 
del país, la confianza en las instituciones y los derechos de 
las personas, tiene además diferentes manifestaciones y 

aparece de manera diversa en el escenario social, político y 
económico. 

Al ser la corrupción un problema público, que 
afecta directamente la organización y las 
funciones de la administración pública y, por 
ende, del gobierno, utilizando el poder público 
para el beneficio privado. Cuyas características 
que describen el fenómeno de corrupción que 
son perseguidos por la ley penal son: a) El uso 
indebido del poder o el mal uso de una posición 
privilegiada b) Beneficios irregulares 
c) Soborno. d) Fraude y 
Malversación.  e) Extorsión. g) Favoritismo y 
nepotismo. 

ACTUACIÓN DE 
LA FISCALÍA 

ANTICORRUPCI
ÓN 

Es deber de la fiscalía investigar los delitos y acusar a los 
presuntos autores de los delitos de corrupción, ante los 
juzgados y tribunales competentes. Asegurando la 
comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal. 
El nuevo modelo procesal, al no establecer ruptura de 
estamentos entre la etapa de investigación y juzgamiento, 
como el CPP permite un mayor compromiso del fiscal con el 
caso y seguimiento hasta obtener sentencia. 

Desde la perspectiva operacional, es 
conveniente precisar que las Fiscalías 
Especializadas en Delitos de Corrupción de 
Funcionarios investigan los delitos tipificados 
en las secciones II, III y IV, artículos 382 a 401 
del Capítulo II, del Título XVIII del Código Penal, 
y en los supuestos de los delitos conexos, en 
concordancia con lo establecido en la Ley No. 
29574, el Decreto Legislativo N° 957, Código 
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Existe mayor celeridad del proceso en torno al órgano 
encargado de investigar, presentar la acusación y sostener 
el juicio, reduciendo el tiempo que se invertía, 
anteriormente, hasta que un fiscal superior tomara 
conocimiento de lo actuado en instrucción. 
Esta forma de gestionar los casos que proporciona el nuevo 
modelo procesal penal implica un ahorro de tiempo y 
recursos; garantizando que las decisiones de continuar con 
el caso, según corresponda en cada etapa, responden de 
modo progresivo a una mayor probabilidad de obtener una 
condena. 
 

Procesal Penal; Ley Nº 30483. Ley de la carrera 
fiscal; el Decreto Supremo Nº 092-2017-PCM. 
Aprueba la Política Nacional de Integridad y 
Lucha contra la Corrupción; entre otros. 
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CAPITULO III. MARCO TEÓRICO 

 

3.1. Antecedentes de la investigación 

A nivel internacional 

A1. (DE LEON MARTINEZ, MARTINEZ QUINTANILLA, & RIVAS 

BONILLA, 2015) en su tesis titulada “La Persecución Penal de los 

Delitos de Corrupción Cometidos por Funcionarios Públicos en el 

Salvador”; concluye que: Se determinó que el poder político es un 

fuerte interviniente en el sector justicia, y por tanto también del 

proceso de persecución penal de aquellos funcionarios públicos 

acusados de cometer delitos de corrupción, lo que hace que éstos 

evadan la justicia fácilmente, y mientras no se trate de despolitizar al 

Órgano Judicial, los delitos de corrupción de funcionarios públicos 

continuarán quedando en la impunidad. 

A2. (TODOLIO GOMEZ, 2013), en su tesis “La Potestad de Acusar del 

Ministerio Fiscal en el Proceso Penal Español: Naturaleza, 

Posibilidades de su ejercicio Discrecional, Alcance de sus Diferentes 

Controles y Propuestas de Mejora del Sistema”, investigada en la 

ciudad de Valencia España concluye en lo siguiente: la potestad de 

acusar, como función más relevante del ejercicio de la acción penal 

por el fiscal, tiene en sus propios presupuestos el fundamento para 

poder afirmar que, en el ejercicio de dicha potestad, se dispone de 

elementos discrecionales que pueden tenerse en cuenta para 

preparar una determinada acusación. Desde luego que debe 

confiarse en la capacidad y acierto del fiscal que intervenga en cada 
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caso, al amparo de la confianza que debe inspirar todo ejercicio de un 

cargo público, pero, justamente por la relevancia de sus decisiones, 

debe atenderse con mayor celo al cumplimiento de los principios de 

unidad de actuación y dependencia jerárquica que deben velar por 

garantizar los principios de legalidad e imparcialidad en el trabajo 

diario de los fiscales y que son la esencia del modelo que inspira la 

institución. 

A nivel nacional 

A1. (NACION ALBINO, 2016) En su investigación: “Vulneración al Principio 

de Imputación Necesaria en la Investigación Preparatoria, en el Distrito 

Judicial de Huánuco, AÑO 2013-2014”, tiene como objetivo determinar 

las consecuencias de la Vulneración al Principio de Imputación 

Necesaria en la Investigación Preparatoria, en el Distrito Judicial de 

Huánuco, Año 2013-2014. Su método es Aplicada dentro del nivel de 

investigación Descriptiva – Explicativa concluyendo que: El llamado 

principio de imputación penal suficiente, o también llamado por otros 

autores como principio de imputación necesaria, imputación concreta, 

resulta ser una garantía dentro del proceso penal, precisamente tiene 

fundamento legal en nuestra carta magna y se encuentra vinculado con 

el importantísimo principio de legalidad y el respeto al derecho de 

defensa de todo imputado y esto, los titulares del ejercicio de la acción 

penal deben respetar mesuradamente. 

A2. (VIGIL CARRERA, 2012), en su tesis “El Problema de la Inconsistencia 

Normativa en la Lucha Contra la Corrupción Administrativa en el 

Perú”, tiene como objetivo establecer el nivel de eficacia que la 
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producción normativa generada en nuestro país, ha tenido respecto a 

la lucha contra el fenómeno de la corrupción administrativa 

concluyendo en lo siguiente: la corrupción administrativa no es un 

problema de normas, es un problema de actitud personal y por lo tanto 

es indispensable no sólo fomentar principios de ética, transparencia, 

probidad, entre otros, al interior de las entidades de la administración 

pública, sino también, sensibilizar a la ciudadanía que es la directa 

destinataria de la actuación del Estado.  

3.2. Bases teóricas 

3.2.1. Los delitos de corrupción en la administración pública  

El fenómeno de la corrupción en la administración pública es algo 

estructural a nuestras sociedades. En este orden de ideas, el 

legislador peruano, como no podía ser de otra manera, promulgó 

diversas leyes cuya orientación le valió la denominación de leyes 

anticorrupción. (Reátegui, 2015, pág. 41) 

La corrupción es uno de los problemas fundamentales que afecta no 

solo a los regímenes de facto, sino también a las democracias 

constitucionales. El daño que causa al Estado y a la sociedad es de 

suma gravedad; afectación al correcto funcionamiento de la 

Administración Pública, al patrimonio del Estado, al carácter público 

de la función, la moral en el ejercicio de funciones públicas. (Pariona 

R. , 2014, pág. 49) 

En la actualidad, la coyuntura de la lucha contra la corrupción de la 

administración pública en el Perú, es uno de los desafíos más grandes 
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y más importantes de nuestro país, se trata de un reto que debemos 

enfrentar, cada uno de nosotros, para construir una sociedad más 

justa, equitativa y eficaz, pero sobre todo donde exista justicia, 

confianza recíproca y bienestar. La corrupción en el nuestro país ha 

sido propiciada por el mal funcionamiento y estructura de las 

Instituciones de la Administración Pública de nuestro país y por la 

forma como este interactúa con los ciudadanos.  

De acuerdo a Reategui (2015) define a la corrupción y su impacto en 

la administración pública como: “Aquella desviación por parte de la 

administración de los poderes del Estado del correcto 

funcionamiento, que no es otro que el interés público” (pág. 603). 

Por su parte Pariona R. (2011), nos dice que:  

La corrupción genera en la sociedad el descrédito del Estado 

y la democracia. Producto de la corrupción se inserta en el 

colectivo social la idea de que la función pública se vende al 

mejor postor. La corrupción socava la legitimidad del Estado 

y con ella el fundamento del Estado democrático de Derecho.  

De la sensación sobre la existencia de la corrupción se ha 

pasado abruptamente en estas dos últimas décadas a la 

evidencia descarada de la corrupción de los gobernantes, de 

los altos círculos del funcionario público (civil y militar), del 

empresario y en general a la confirmación que la 

inescrupulosidad y la codicia sin límites son los mecanismos 

más adecuados para el acceso al poder, el dinero y el éxito. 
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La cultura de la corrupción como valor antiético eficaz, 

fundado en razones de coste económico, es hoy un valor 

dominante y sujeto a cuestionamientos y lucha por el lado de 

los sectores sanos de la sociedad y la política. (Rojas, 2007, 

pág. 621)   

De lo expuesto se puede concluir que existe una pronunciada 

debilidad e ineficacia, en los mecanismos de control de la 

administración pública, -como las Oficinas de Control Institucional 

(OCI) de las Municipalidades tanto distritales como provinciales, del 

gobierno regional, así también en el ámbito de la administración de 

justicia, las Oficinas Desconcentradas de Control de la Magistratura 

(ODECMAS), la Oficina de Control de la Magistratura del Poder 

Judicial (OCMA), o en lo referente al Ministerio Público, las Oficinas 

de Control Interno (OCI)-, instituciones de control que han permitido, 

en todo el país,  que los funcionarios y servidores públicos de dichas 

instituciones, desarrollen actividades que en lugar de ser de interés 

general, benefician exclusivamente a intereses particulares, 

cometiendo diversos delitos de corrupción de funcionarios, los cuales 

no son denunciados y generan impunidad.  Las debilidades de nuestro 

sistema de administración de justicia (Poder Judicial y el Ministerio 

Público), el manejo de las instituciones como Municipalidades tanto 

Distritales como Provinciales y el Gobierno Regional, han utilizado los 

espacios de poder para su beneficio personal o de grupos políticos, 

han alimentado la corrupción y han llevado con el tiempo a validar y 
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aceptar socialmente los comportamientos deshonestos y corruptos, 

como si fuera algo norma en nuestra sociedad.  

 LA CORRUPCIÓN.  

Conforme al Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia 

Española, define la Corrupción como: “Del latín corruptio,-õnis. f. 

Acción y efecto de corromper o corromperse.” Así mismo el 

Diccionario da el siguiente significado a la palabra corromper, 

utilizada en la definición de corrupción: “Del latín corrumpĕre, 1. Tr. 

Alterar y trastocar la forma de algo. U,t,c, prnl. 2. Echar a perder, 

depravar, dañar o pudrir algo. U.t.c. prnl. 3. Tr. Sobornar a alguien con 

dadivas o de otra manera. 4. tr. Pervertir a alguien.  

 

Como podemos apreciar, el término corrupción significa la acción y 

efecto de corromper o corromperse, por lo que la palabra corromper 

es definida como Echar a perder, depravar, pervertir, dañar o pudrir 

algo o sobornar a alguien con dádivas o de otra manera.    

Reátegui (2015) refiere que en el término “corromper”, siempre va 

existir la presencia de dos partícipes que se contraponen, estos son 

el corruptor, que es la persona que corrompe y el corrupto que es 

aquella persona sobre cual recae la fuerza que corrompe, por lo cual 

esta última, conforme al diccionario de la lengua española, sería la 

persona que se echa a perder, lo que se pudre.  

Beraldi (1995) citado en Reátegui (2015) “Sin embargo, la definición 

más utilizada por los científicos sociales -en este punto- es la 
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elaborada por el profesor de la Universidad Harvard Joseph S. Nay; 

de acuerdo a su explicación, la corrupción, pero siempre vinculado de 

alguna forma a la administración pública, es una “conducta que se 

desvía de las obligaciones de orden público normales debido a 

intereses personales (familiares o de allegados) o beneficios 

monetarios o de orden social; o que viola normas respecto al uso de 

cierto tipo de influencias con fines personales. Esta definición incluye 

conductas tales como el cohecho (utilización de gratificaciones con el 

fin de influenciar el juicio de una persona de cierta jerarquía), 

nepotismo (elección por vínculos familiares y no por méritos 

personales) y malversación de fondos (apropiación ilícita por 

particulares de recursos públicos” (Pag.603).   

En consecuencia, la corrupción ha existido siempre, esto no quiere 

decir que se le pueda legitimar por el mero paso del tiempo, se le ha 

dado diferentes definiciones o conceptos, que sirve para ubicar el 

fenómeno en su adecuada dimensión, y sobre todo para poner en 

evidencia que la corrupción no es ni puede ser monopolio exclusivo 

de un determinado momento histórico o de una determinada 

comunidad política.  

En la actualidad, ningún país es inmune a la corrupción y muchos son 

especialmente vulnerables, como es el caso de nuestro país, debido 

a la debilidad de su legislación y de sus instituciones públicas. La 

percepción ciudadana considera que la corrupción es un grave 

problema, sin embargo, la misma población está acostumbrada a 
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convivir con la corrupción, puesto que ellos mismos son los que se 

convierten en aquella persona que corrompe a un funcionario o 

servidor público, ya sea para agilizar, tramitar o resolver, diversos 

asuntos que se tramitan en la administración pública. Por otro lado, 

ya en la presente tesis, una de las conclusiones a la que se ha llegado 

es que la corrupción en la administración pública ha sido 

caracterizada por muchos factores, y la base de todas las 

características es la falta de transparencia de los funcionarios, lo que 

da lugar al descubrimiento de los delitos de corrupción.   

 LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Etimológicamente, administración proviene de las voces latinas “ad” 

que significa “a” y del verbo “ministrare”, que significa “servir”, y según 

otros, de la contratación de “ad manus trahere”, que da la idea de 

manejo o gestión, de donde podemos decir que “se refiere a una 

gestión de intereses o de asuntos, gestión que en todo caso es una 

actividad subordinada, y en lenguaje corriente equivale a “regir, cuidar 

o gobernar”, el administrador como rige o cuida bienes ajenos. 

(Frisancho & Peña , 2002, pág. 12) 

Así mismo, administrar, según la Real Academia Española, es servir. 

En consecuencia, administración pública es el servicio público que 

cumple el Estado por medio de sus funcionarios o servidores para 

lograr su fin último, cual es el bienestar común. Al ser la administración 

pública algo a abstracto, el servicio público, que es algo más concreto, 

es realizado o materializado por las personas que cumplen labores o 
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trabajan al interior de la administración estatal a cambio de una 

remuneración. Estos trabajadores reciben el nombre de funcionarios 

o servidores públicos, y se deben a su empleador, que no es otro que 

el Estado. No importa la rama en que se desempeñen, no interesa su 

jerarquía, sirven a los demás ciudadanos que normalmente se 

denominan público usuario, en representación del Estado. (Salinas, 

2014, pág. 3)  

Desde una perspectiva teórica se ve a la administración pública como 

una ciencia o disciplina científica que se encarga del estudio en sí de 

las organizaciones públicas en su triple relación, tanto con la 

legalidad, en la cual encuentra su legitimación jurídica, con el poder 

de donde emana su fuerza y al cual representa administrativamente, 

y con la sociedad a la que sirve y en la que demuestra su legitimación 

social y eficiencia. (Rojas, 2007, pág. 12)   

En suma, la Administración Pública, es el conjunto de órganos e 

instituciones del Estado, que tienen por finalidad administrar, 

gestionar organismos e instituciones del Estado, todo al servicio de la 

sociedad; estos órganos e instituciones del Estado, conforme a 

nuestra Constitución Política del Estado, en lo referente a su Título IV, 

referido a la estructura del Estado, los cuales son: el Poder Legislativo, 

el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Concejo Nacional de la 

Magistratura hoy denominada Junta Nacional de Justicia, el Ministerio 

Público, la Defensoría del Pueblo, el Tribunal Constitucional, las 

Fuerzas Armas y la Policía Nacional del Perú, etc., igualmente los 
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gobierno locales y regionales y demás instituciones especializadas 

donde se ejerza función pública a cargo de funcionarios o servidores 

públicos.         

3.2.2. La teoría de los delitos de infracción del deber 
 

En los delitos especiales como lo constituyen la mayor parte de los 

delitos contra la administración pública, se tiene como criterio para la 

determinación o delimitación de la autoría y participación, la teoría de 

los delitos de infracción de deber formulada desde la óptica de Claus 

Roxin. (Salinas, 2014, pág. 15) 

 

Según la concepción de Roxin, el autor es la figura en la realización 

de la acción típica. El participe es, en cambio, solo una figura 

accesoria que contribuye al hecho del autor mediante una 

intervención motivacional o ayudándolo. Aquí, el concepto de “figura 

central” se concretiza en tres criterios diferentes: En primer lugar, en 

el “dominio del hecho”, que es el criterio decisivo para la autoría en la 

mayoría de los delitos. Autor del delito será quien domina el evento 

que lleva a la realización del delito; si bien el partícipe interviene (e 

influye) en el suceso criminal, carece del dominio del hecho. La 

contribución del partícipe no es determinante para la realización del 

delito (delitos de dominio). En segundo lugar, en la “ejecución de 

propia mano”. La legislación penal ha previsto delitos en los que solo 

puede tenerse como figura central a la realización del delito a quien 

realiza el tipo penal de propia mano; luego, aquí el elemento decisivo 

es la intervención directa en la realización material del delito (delitos 
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de propia mano). Finalmente -repárese en esto- el concepto superior 

de “figura central” se concretiza en el criterio de la “infracción del 

deber”. En la ley penal existe un tercer grupo de delitos, cuya autoría 

solo puede recaer en quien ha infringido un deber especial que, 

obviamente, no alcanza a todas las personas (delitos de infracción de 

deber). (Pariona R. , 2011, pág. 111)       

 

Como ya se explicó, para diferenciar a la teoría del dominio del hecho 

con la teoría de infracción de deber, resulta necesario afirmar que, 

según la teoría del dominio del hecho, es autor quien domina el evento 

que lleva a la realización del delito, en tanto que si bien el partícipe 

interviene e influye en la comisión del suceso criminal, carece del 

dominio del hecho. La contribución del partícipe no es determinante 

para la realización del delito.  En cambio, en la teoría de los delitos de 

infracción de deber, el autor o figura central se concretiza en el criterio 

de la “infracción del deber”. Ejemplo de ellos son la mayoría de los 

delitos que se tipifican en nuestro Código Penal con el título de “delitos 

contra la administración pública, en los cuales autor es aquel sujeto 

que ha infringido un deber especial que, obviamente, no le alcanza a 

todas las personas. La figura central del evento delictivo en el que 

intervienen varias personas será quien lesione el deber especial 

previsto en el tipo penal y, de esa forma, contribuye al resultado por 

acción u omisión. “Aquí son irrelevantes el dominio del hecho o la 

medida de la contribución que se hace al resultado. (Salinas, 2014, 

pág. 15) 
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El gran jurista del derecho penal, Roxin (1997), afirma que:   

En los delitos especiales sólo puede ser autor quien reúna una 

determinada cualidad “cualificación de autor”. Por regla 

absolutamente general esa cualidad consiste en una posición de 

deber extrapenal, por lo que en estos casos es mejor hablar de 

“delitos de infracción de deber”. Así por ejemplo son delitos de 

infracción de deber los delitos de funcionarios en el ejercicio de 

su cargo (§ 331 ss.), en los que sólo puede ser autor el que 

infrinja su deber especial derivado de una posición oficial, o el 

203, en el cual la infracción del deber (a pesar del término “el 

que”) el tipo de gestión desleal (§ 266), ya que en el mismo es 

presupuesto de la autoría de vulneración de un deber especial 

de cuidar el patrimonio. (Pág. 338) 

 

Por su parte Salinas (2014), sostiene que:   

Fundamenta la autoría en los delitos de infracción de deber un 

“deber especial de carácter penal” que no recae en todas las 

personas, sin o en aquellos sujetos calificados que pueden 

cometer estos delitos. De modo que el fundamento no es el 

deber general que surge del tipo penal, cuya infracción provoca 

la sanción prevista en el tipo. En consecuencia, en los delitos 

contra la administración pública, los sujetos públicos tienen 

deberes especiales como por ejemplo el deber de lealtad, de 

cautelar, proteger, e impulsar el correcto funcionamiento de la 

administración pública. Autor será quien infringe el deber 
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especial penal, y partícipe quien interviene en el hecho sin 

poseer el deber especial. (Pág. 16)  

 

Por otro lado, Pariona (2011), sostiene que:   

Según la teoría de la infracción del deber, el hombre de atrás 

intraneus es el autor (mediato), mientras que el hombre de 

adelante extraneus es sólo cómplice (por carecer de la 

cualificación típica). Una solución así se basa en que solamente 

la infracción del deber jurídico especial en que incurre el 

intraneus (el obligado) puede fundamentar la autoría. Aquí, por 

supuesto, no juega ningún rol el dominio del hecho. (Pág. 110)    

 

En suma, la diferencia entre la teoría del dominio del hecho con la 

teoría de infracción del deber (postura de Claus Roxin), es que en la 

teoría del dominio del hecho, es autor el que tiene el dominio del 

hecho delictivo, y participe el que presta auxilio para la realización del 

hecho delictivo sin tener dominio del hecho; y en los delitos de 

infracción del deber, autor (intraneus), es aquel sujeto que ha 

infringido un deber especial y por consecuencia lesiona un deber  

especial previsto en el tipo penal, y participe (extraneus), es aquel 

sujeto que no ha infringido un deber especial, porque no tiene ese 

deber especial, puesto que no es un funcionario o servidor público del 

Estado, sino un particular, que no tiene vinculación con la 

administración pública, sin embargo participa en el hecho delictivo, es 

por ello que no puede ser autor, sino solo puede ser un participe.  
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García (2014) citado en Salinas (2014) “En otro extremo, no sigue 

también aquí la postura del funcionalismo normativista de Jakobs 

en la explicación de la autoría y participación de los delitos contra 

la administración pública, debido a que según esta concepción si 

en un hecho concreto participa un extraneus, este responderá por 

un delito diferente al cometido por el intraneus. Por ejemplo, si en 

la sustracción de los caudales públicos participan el sujeto público 

encargado de su custodia junto a un particular, para esta 

concepción, el primero responderá por el delito de peculado por 

haber infringido su deber funcional, en cambio, el particular extraño 

responderá por el delito de hurto que viene a constituir un delito de 

dominio (Pág. 18).  

 

 COMPLICIDAD ÚNICA. 

Para la teoría de infracción de deber, todo aquel que sin tener el 

deber especial penal participa en la comisión de un delito contra la 

administración pública que comete un sujeto público con deber 

especial penal, será simplemente cómplice. Según la teoría de 

infracción del deber la complicidad es única. La diferencia entre 

complicidad primaria o secundaria es hija de la teoría del dominio 

del hecho donde es importante determinar el aporte que ha 

brindado al autor el partícipe en la comisión del delito. De modo que 

en los delitos especiales no es de aplicación lo dispuesto en el 

artículo 25 del Código Penal que establece que al cómplice primario 

se le impone la misma que el autor, y al cómplice secundario se le 
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disminuirá prudencialmente la pena. No debe obviarse que tal 

artículo tiene como fundamento la teoría del dominio del hecho. 

(Salinas, 2014, pág. 25)   

 

 NO ES ADMISIBLE LA COAUTORIA 

García (2008) citado en Salinas (2014) “Otro aspecto no menos 

importante de la teoría de la infracción del deber es el hecho que 

no admite la coautoría definida en el artículo 24 de nuestro Código 

Penal como el hecho de cometer conjuntamente el hecho punible. 

Esto es, existe coautoría cuando dos o más personas comenten 

conjuntamente un delito. Ocurre cuando dos o más personas con 

acuerdo de voluntades lesionan o ponen en peligro un bien jurídico 

protegido. La coautoría también es hija de la teoría del dominio del 

hecho. (Pág. 29-30)  

 

Por ejemplo, hay coautoría en un delito de robo cuando dos o más 

personas se ponen de acuerdo y se reparten roles específicos para 

lesionar el bien jurídico patrimonio de la víctima. Igual puede ocurrir 

en un homicidio, hay coautoría cuando dos o más personas se 

ponen de acuerdo en poner fin a la vida de la víctima y luego para 

conseguir su objetivo se reparten roles específicos. En suma, ello 

ocurre cuando los bienes jurídicos protegidos son derechos de las 

personas. En tal sentido, si dos o más funcionarios de una 

institución pública se ponen de acuerdo para sustraerse el 

patrimonio de la institución sobre el cual tienen la relación funcional 

de administración, y así lo hacen, cada uno de aquellos 
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funcionarios afectaría su deber personal de no lesividad del 

patrimonio público. Cada funcionario en forma personal lesionaría 

o infringiría el deber especial penal impuesto por el Estado. Cada 

funcionario será solo autor del delito de peculado. Es imposible 

sostener que dos o más funcionarios se ponen de acuerdo y luego 

se reparten roles para infringir un solo deber especial. No hay forma 

de sostener que el funcionario A lesiona una parte de un deber 

especial, el funcionario B otra parte del mismo deber, y el 

funcionario C la otra parte del mismo deber especial. Los deberes 

especiales impuestos por la ley no pueden dividirse. En suma, la 

infracción del deber especial penal es único, materialmente la 

infracción de un principio no se hace en coautoría. (Salinas, 2014, 

págs. 30-31)            

    

3.2.3. Modalidades de los delitos de corrupción en el Perú 

Según el Código Penal Peruano (Decreto Legislativo N° 635), en 

su título XVIII que trata sobre los delitos contra la Administración 

Pública, define una variedad de conductas como corrupción, de 

acuerdo a sus modalidades y manifestaciones; entre ellas tenemos:  

3.2.3.1. CONCUSIÓN.    

Está definida en el artículo 382 del Código Penal peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado por 

el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, publicado el 22 

octubre 2016, y que textualmente establece lo siguiente:  

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, 

obliga o induce a una persona a dar o prometer indebidamente, 

para sí o para otro, un bien o un beneficio patrimonial, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni 

mayor de ocho años; inhabilitación, según corresponda, 

conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, con ciento 

ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. (Código Penal, 

1991, art. 382)  

Este delito de Concusión, en la modalidad de obligar o inducir a 

dar, se perfecciona o consuma en el instante en que la víctima 

se desprende del bien o del beneficio patrimonial y le entrega al 

agente o a un tercero. En tanto en la modalidad de obligar o 

inducir a prometer, el delito se perfecciona o consuma en el 

momento en que la víctima se compromete a entregar, en un 

futuro inmediato, el bien o beneficio patrimonial a favor del 

agente o de un tercero. Para nada se toma en cuenta si a lo que 

se comprometió el agente a cambio del beneficio pedido (no 

expedir una resolución, resolver un asunto de modo diferente a 

las pretensiones de la víctima, demorar la emisión de 

resoluciones o en la ejecución del contenido del a resolución, 

denunciarlo por evasión tributaria, ordenar su detención, etc.) se 

cumplió o no. Tal aspecto es irrelevante para efectos del 

perfeccionamiento del delito de concusión. (Salinas, 2014, pág. 

245)  
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3.2.4. Colusión simple y agravada.  

Está definida en el artículo 384 del Código Penal peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado por 

el  artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, publicado el 22 

octubre 2016, y que textualmente establece lo siguiente:  

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 

indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa de las 

modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, obras 

o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado 

concierta con los interesados para defraudar al Estado o entidad u 

organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de tres ni mayor de seis años; inhabilitación, 

según corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; 

y, con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa.  

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 

indirectamente, por razón de su cargo, en las contrataciones y 

adquisiciones de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier 

operación a cargo del Estado mediante concertación con los 

interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u 

organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de seis ni mayor de quince 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 1, 

2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a setecientos 

treinta días-multa. (Código Penal, 1991, art. 384) 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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Del contenido del primer párrafo del artículo 384 del Código 

Penal se concluye que la colusión simple se consuma o verifica 

cuando el agente concierta, participa en acuerdos clandestinos 

o acuerdos colusorios con terceros interesados con el propósito 

o finalidad de defraudar el patrimonio del Estado. Para efectos 

de su consumación no es necesario que la defraudación efectiva 

al patrimonio estatal se verifique, solo basta que se verifique el 

acuerdo o pacto colusorio. Por ello, es coherente sostener que 

la colusión simple es un delito de peligro concreto. Al verificarse 

el concierto de voluntades para perjudicar al patrimonio público, 

en forma inminente y concreta se le pone en peligro. (Salinas, 

2014, págs. 286-287)  

En cambio, del contenido del segundo párrafo del 384 del Código 

Penal se evidencia que la colusión agravada se consuma o 

verifica cuando el agente perjudica o defrauda de modo efectivo 

el patrimonio del Estado, siempre y cuando se haya verificado 

previamente una concertación con los terceros interesados. Si 

no se verifica una concertación previa, el delito de colusión no 

se configura, así al final se ocasione un perjuicio real al 

patrimonio del Estado. Sin duda, ese perjuicio puede ser 

imputado al agente público, pero será por otro delito; jamás por 

colusión. Esta para que se verifique exige la concurrencia de una 

concertación previa del agente público con los terceros 

interesados en la modalidad de contratación o adquisiciones del 

Estado. (Salinas, 2014, pág. 287)  
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3.2.4.1. Peculado Doloso y Culposo.  

Está definida en el artículo 387 del Código Penal peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado por 

el  artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, publicado el 22 octubre 

2016, y que textualmente establece lo siguiente:  

El funcionario o servidor público que se apropia o utiliza, en 

cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos cuya 

percepción, administración o custodia le estén confiados por 

razón de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad 

no menor de cuatro ni mayor de ocho años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, 

con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 

Cuando el valor de lo apropiado o utilizado sobrepase diez 

unidades impositivas tributarias, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de doce 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 

1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días-multa. 

Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos 

estuvieran destinados a fines asistenciales o a programas de 

apoyo o inclusión social. En estos casos, la pena privativa de 

libertad será no menor de ocho ni mayor de doce 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 

1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días-multa. 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra 

persona la sustracción de caudales o efectos, será reprimido con 

pena privativa de libertad no mayor de dos años y con prestación 

de servicios comunitarios de veinte a cuarenta jornadas. 

Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos 

estuvieran destinados a fines asistenciales o a programas de 

apoyo o inclusión social. En estos casos, la pena privativa de 

libertad será no menor de tres ni mayor de cinco años y con 

ciento cincuenta a doscientos treinta días-multa. (Código Penal, 

1991, art. 387) 

En el delito de peculado doloso, la consumación se produce 

instantáneamente al producirse la apropiación de los caudales o 

efectos por parte del sujeto activo, vale decir, cuando éste 

incorpora parte del patrimonio público a su patrimonio personal, 

o en su segunda modalidad, a través de la utilización o uso del 

caudal o efecto, en ambos casos el delito produce perjuicio 

patrimonial a la administración pública, el mismo que 

usualmente es acreditado vía administrativa. Cuando el destino 

de los caudales o efectos va dirigido a tercero, la consumación 

no está definida por el momento en que éste recibe o se 

beneficia con los bienes, pues para que se produzca es 

momento ya previamente el funcionario o servidor público debió 

de haberse apoderado de los caudales o efectos y por lo mismo 

consumado el delito. (Rojas, 2007, pág. 501)  
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En el delito de Peculado culposo, imputado al funcionario o 

servidor público tiene una naturaleza omisiva, por cuanto no se 

le atribuye al sujeto público la comisión de actos ejecutivos sino 

la omisión de los debidos actos de cuidados. El delito, al ser de 

resultado material, se halla consumado al producirse la 

sustracción de los caudales o efectos por acción de un tercero 

(es decir, mediante el inicio del alejamiento del caudal o efecto 

de la esfera de dominio oficial, no siendo necesaria la 

disponibilidad del bien o efecto por dicho tercero), bajo la 

circunstancia anotada de culpa del funcionario o servidor que 

propicia o facilita culposamente dicho resultado de sustracción. 

Si esto último no tiene lugar, la falta de cuidado del sujeto público 

se torna irrelevante penalmente. Esta singular situación, en la 

que el comportamiento doloso de un tercero determina la 

consumación del peculado culposo del funcionario o servidor, 

anómala por cierto, se origina en la irregular redacción técnico -

legislativa del tipo penal. Queda claro entonces que para la 

consumación del delito de peculado culposo no basta la sola 

inobservancia de reglamentos o violaciones de deberes 

objetivos de cuidado, sino que es condición esencial del al tipo 

que se verifique o se dé el resultado sustracción. (Rojas, 2007, 

pág. 530)  

3.2.4.2. Cohecho pasivo propio. 

Está definida en el artículo 393 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado por 
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el artículo único de la Ley N° 30111, publicada el 26 noviembre 

2013, y que textualmente establece lo siguiente:  

El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, 

promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, para realizar u 

omitir un acto en violación de sus obligaciones o el que las 

acepta a consecuencia de haber faltado a ellas, será reprimido 

con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de 

ocho años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del 

artículo 36 del Código Penal y con ciento ochenta a trescientos 

sesenta y cinco días-multa. 

El funcionario o servidor público que solicita, directa o 

indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra ventaja o 

beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus 

obligaciones o a consecuencia de haber faltado a ellas, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni 

mayor de ocho años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 

del artículo 36 del Código Penal y con trescientos sesenta y 

cinco a setecientos treinta días-multa. 

El funcionario o servidor público que condiciona su conducta 

funcional derivada del cargo o empleo a la entrega o promesa 

de donativo o ventaja, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de ocho ni mayor de diez años e inhabilitación 

conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal y 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

(Código Penal, 1991, art. 393) 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A231683e$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30111-AU$3.0#JD_30111-AU
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El delito de cohecho pasivo propio en agravio del Estado, se 

describe entendiéndolo como la aceptación hecha por un 

funcionario público o por la persona encargada de un servicio 

público, para sí o para un tercero de una retribución no debida, 

dada o prometida para cumplir, omitir o retardar un acto de su 

cargo, debiendo existir una relación de finalidad entre la 

aceptación del dinero y el acto que se espera que ejecute, omita 

o retarde el funcionario público, debiendo tenerse en cuenta 

además que el sujeto  activo en dicho delito debe omitir un acto 

legítimo a su cargo el cual debe entrar en su competencia 

funcional, siendo una de las características de dicho tipo penal 

solo el acuerdo de voluntades, no siendo necesario el 

cumplimiento del pago, la promesa ni el acto indebido. (Salinas, 

2014, pág. 452)    

3.2.4.3. Cohecho pasivo impropio. 

Está definida en el artículo 394 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado 

por  el artículo Único de la Ley N° 30111, publicada el 26 noviembre 

2013, y que textualmente establece lo siguiente:  

El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, 

promesa o cualquier otra ventaja o beneficio indebido para 

realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin faltar a su 

obligación, o como consecuencia del ya realizado, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A231683e$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30111-AU$3.0#JD_30111-AU
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mayor de seis años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 

del artículo 36 del Código Penal y con ciento ochenta a 

trescientos sesenta y cinco días-multa. 

El funcionario o servidor público que solicita, directa o 

indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra ventaja 

indebida para realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin 

faltar a su obligación, o como consecuencia del ya realizado, 

será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cinco 

ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme a los incisos 1 

y 2 del artículo 36 del Código Penal y con trescientos sesenta y 

cinco a setecientos treinta días-multa. (Código Penal, 1991, art. 

394) 

El delito de cohecho pasivo impropio está regulado en el artículo 

394 del Código Penal peruano, y lo que se reprime es la 

conducta del funcionario o servidor público que, si bien está 

acorde con el ejercicio de su función, es decir no está prohibido 

su actuación, el origen de tal comportamiento está en una actitud 

forzada anteladamente por un factor corruptor que le propinó un 

particular o hasta otro funcionario. La impropiedad del cohecho 

radica en que el sujeto activo no quebranta sus obligaciones 

funcionales, es decir, la realización de la acción u omisión se 

produce dentro del marco legal y reglamentario. Es más, no 

interesa finalmente que el funcionario o servidor público haga o 

deje de hacer de acuerdo a su competencia. Este delito requiere 

definitivamente -como en el anterior- de un trato previo. 
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Alcanzará con la aceptación de una promesa o con la recepción 

por ejemplo del dinero y otra dádiva encaminada a los objetivos 

establecidos en la ley. En otras palabras, se trata que los objetos 

corruptores donativos: donativo, promesa o cualquier otra 

ventaja envilezcan y desprestigien la función pública. (Reátegui, 

2015, págs. 627-628) 

3.2.4.4. Cohecho pasivo específico.   

Está definida en el artículo 395 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido, la misma que ha 

sido modificado por  el artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06 

octubre 2004, y que textualmente establece lo siguiente:  

El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro de Tribunal 

Administrativo o cualquier otro análogo a los anteriores que bajo 

cualquier modalidad acepte o reciba donativo, promesa o 

cualquier otra ventaja o beneficio, a sabiendas que es hecho con 

el fin de influir o decidir en asunto sometido a su conocimiento o 

competencia, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de seis ni mayor de quince años e inhabilitación conforme 

a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal y con ciento 

ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 

El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro de Tribunal 

Administrativo o cualquier otro análogo a los anteriores que bajo 

cualquier modalidad solicite, directa o indirectamente, donativo, 

promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, con el fin de influir 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A2ed189$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_L28355-1$3.0#JD_L28355-1
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en la decisión de un asunto que esté sometido a su 

conocimiento, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de ocho ni mayor de quince años e inhabilitación 

conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal y 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos días-multa. 

(Código Penal, 1991, art. 395)   

Cuando el agente acepta donativo, promesa o cualquier otra 

ventaja o beneficio, la conducta se perfecciona con el simple 

hecho de aceptar o admitir, por parte del agente especial el 

donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio con la 

conocida y sabida finalidad de influir o decidir un asunto judicial 

o administrativo sometido a su conocimiento o su competencia. 

Se configura el hecho punible independientemente de después, 

por ejemplo, lo prometido u ofrecido no se haga realidad o, pese 

a que el juez o fiscal reciba realmente lo prometido y ofrecido, y 

no decida el asunto a favor del tercero que entregó la dádiva o 

coima. Para consumarse el delito, basta acreditar que el agente 

aceptó o admitió donativo, promesa o cualquier otra ventaja con 

el fin de influir en la decisión de un asunto judicial o administrativo 

sometido a su conocimiento y competencia. Se trata de un delito 

de mera actividad. En el caso que el agente recibe donativo, 

promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, la conducta se 

perfecciona con el simple hecho de percibir o recibir por parte del 

agente, el donativo o cualquier otra ventaja o beneficio. El delito 

se configura aun cuando el funcionario o servidor público recibe 
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lo prometido y ofrecido y no decide el asunto judicial o 

administrativo sometido a su competencia de acuerdo con las 

pretensiones del tercero que entregó la dádiva. Basta acreditar 

que el agente recibió o embolsó el donativo, promesa o cualquier 

otra ventaja o beneficio, con el fin conocido y sabido de influir en 

la resolución del asunto judicial o administrativo que conoce. Se 

trata de un delito de mera actividad. El supuesto que se configura 

cuando el agente solicita directa o indirectamente, donativo, 

promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, se perfecciona o 

consuma con el simple hecho de solicitar, por parte del agente, 

el donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio con la 

finalidad específica de influir o decidir un asunto sometido a su 

conocimiento o competencia. El delito se perfecciona 

independientemente de que lo solicitado o requerido no se haga 

realidad o, pese a que el funcionario o servidor público, que 

recibió realmente lo solicitado o procurado, no resuelve el asunto 

de acuerdo con lo que se comprometió al solicitar la dádiva o 

coima. Basta acreditar que el agente solicitó o requirió a un 

tercero donativo, promesa o cualquier otra ventaja con la 

conocida y consciente finalidad de influir o decidir un asunto 

sometido a su conocimiento o competencia, para consumarse el 

delito. Se trata de un delito de mera actividad. (Salinas, 2014, 

págs. 517-518) 
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3.2.4.5. Cohecho activo específico.    

Está definida en el artículo 398 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido la misma que ha 

sido modificado por el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, 

publicado el 22 octubre 2016, y que textualmente establece lo 

siguiente: 

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, 

ventaja o beneficio a un Magistrado, Fiscal, Perito, Árbitro, 

Miembro de Tribunal administrativo o análogo con el objeto de 

influir en la decisión de un asunto sometido a su conocimiento o 

competencia, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de cinco ni mayor de ocho años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

Cuando el donativo, promesa, ventaja o beneficio se ofrece o 

entrega a un secretario, relator, especialista, auxiliar 

jurisdiccional, testigo, traductor o intérprete o análogo, la pena 

privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de ocho 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 

1, 2, 3 y 4 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días-multa. 

Si el que ofrece, da o corrompe es abogado o forma parte de un 

estudio de abogados, la pena privativa de libertad será no menor 

de cinco ni mayor de ocho años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 2, 3, 4 y 8 del artículo 36; y, 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

(Código Penal, 1991, art. 398)  

Esta figura clásica de soborno de funcionarios de la 

administración de justicia es de naturaleza activa, de carácter 

instantáneo y pluriofensivo. El delito se consuma, en el supuesto 

de ofrecer donativo, ventaja o beneficio con la simple actividad 

de ofrecimiento, sin que la no aceptación del funcionario sea de 

interés para destipificar el hecho; en cambio la aceptación del 

sujeto público activará el concurso con el delito con delito de 

cohecho pasivo específico. En la modalidad o supuesto de dar 

donativo, ventaja o beneficio, la consumación requiere de un 

acto material de entrega por parte del sujeto indeterminado o 

abogado y de recepción del sujeto público; aquí la bilateralidad 

es pronunciada. En el supuesto de la promesa realizada, 

estamos ante un delito de simple actividad, que supone la 

concurrencia de dos voluntades la de prometer y aceptar la 

promesa, es decir un pacto de mutuas complacencias. (Rojas, 

2007, pág. 765)       

3.2.4.6. Cohecho activo genérico.    

Está definida en el artículo 397 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado 

el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, publicado el 22 octubre 

2016,  y que textualmente establece lo siguiente:  

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete a un 

funcionario o servidor público donativo, promesa, ventaja o 

beneficio para que realice u omita actos en violación de sus 

obligaciones, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de cuatro ni mayor de seis años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, 

ventaja o beneficio para que el funcionario o servidor público 

realice u omita actos propios del cargo o empleo, sin faltar a su 

obligación, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de tres ni mayor de cinco años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

(Código Penal, 1991, art. 397) 

La consumación será diferente según sea la acción de ofrecer o 

dar. La primera, al tratarse de un delito de simple actividad, se 

realizará típicamente con el ofrecimiento o propuesta actual del 

sujeto indeterminado al funcionario o servidor público, no siendo 

requisito del tipo que éste acepte o no, pues el núcleo del delito 

se halla en el comportamiento del agente, cuya acción 

desvalorada es suficiente para la consumación. De aceptar el 

sujeto público se presentará, un concurso ideal con el cohecho 

pasivo propio genérico del artículo 393, si se trata de un juez o 

fiscal existirá cohecho pasivo específico; lo cual en ambos 
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casos, supone necesariamente que la pretensión del sujeto 

activo llegue a conocimiento del funcionario o servidor público y 

se presente los otros elementos del tipo. En la variante que tiene 

la acción “da”, la consumación requiere un resultado, que 

consiste en que se produzca la recepción o entrega del medio 

corruptor, que planteará a su vez concurso con el delito de 

cohecho pasivo propio. En la variante que toma a la promesa 

como conducta típica, la consumación se realiza con el pacto 

entre el sujeto indeterminado y el sujeto público, dado que la 

promesa no es sólo un prometer a futuro desvinculado de 

aceptación. Si el donativo, promesa, ventaja o beneficio están 

orientadas a finalidades distintas de las establecidas en el tipo 

penal (realización u omisión de los actos de función o empleo en 

violación de sus obligaciones; realización u omisión de actos 

propios del cargo o empleo en cumplimiento de sus 

obligaciones), no existirá delito de corrupción activa, pues faltará 

la vinculación funcional entre los medios corruptores y la 

dirección de los actos funcionales o de servicio. (Rojas, 2007, 

págs. 746-747)  

3.2.4.7. Cohecho activo transnacional.  

Está definida en el artículo 397-A del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado 

el Artículo modificado por el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, 

publicado el 22 octubre 2016,  y que textualmente establece lo 

siguiente:  

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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El que, bajo cualquier modalidad, ofrezca, otorgue o prometa 

directa o indirectamente a un funcionario o servidor público de 

otro Estado o funcionario de organismo internacional público 

donativo, promesa, ventaja o beneficio indebido que redunde en 

su propio provecho o en el de otra persona, para que dicho 

servidor o funcionario público realice u omita actos propios de su 

cargo o empleo, en violación de sus obligaciones o sin faltar a 

su obligación para obtener o retener un negocio u otra ventaja 

indebida en la realización de actividades económicas o 

comerciales internacionales, será reprimido con pena privativa 

de la libertad no menor de cinco años ni mayor de ocho 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 

1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días-multa. (Código Penal, 1991, art. 397-A) 

 

Se dice en la tipicidad objetiva, que cualquiera de las 

modalidades del Soborno Activo Transnacional puede tomar 

lugar. “directa o indirectamente”, la primera de ellas se 

manifiesta cuando el agente, de forma unívocamente 

demostrativa, sin ningún tipo de tapujos, le ofrece, le entrega o 

le promete, al funcionario público de un Estado Extranjero o de 

un organismo internacional, un donativo, promesa, beneficio o 

todo tipo de ventaja. La proposición de efectuar una negociación 

ilícita es así indubitable, exteriorizando una actitud decidida del 

sujeto activo de sentar las bases del convenio antijuridico. La 
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segunda modalidad, es de verse, cuando el agente reviste a la 

proposición ilegal, mediante una serie de circunstancias, 

aspectos y otros elementos, tendientes a disfrazar su verdadero 

propósito; el sujeto activo emplea medios sutiles, susceptibles 

de esconder su real intención, que es de incidir en la esfera 

competencial del sujeto activo internacional, para que aquél 

realice un acto que incida en una actividad económica o 

comercial concreta, en beneficio del primero. (Peña, 2010, pág. 

564)     

 

3.2.4.8. Enriquecimiento ilícito.   

Está definida en el artículo 401 del Código Penal Peruano (Decreto 

Legislativo N° 635), artículo en mención que ha sido modificado 

el Artículo modificado por el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1243, 

publicado el 22 octubre 2016,  y que textualmente establece lo 

siguiente:  

El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, 

incrementa ilícitamente su patrimonio respecto de sus ingresos 

legítimos será reprimido con pena privativa de libertad no menor 

de cinco ni mayor de diez años; inhabilitación, según 

corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, 

con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 

Si el agente es un funcionario público que ha ocupado cargos de 

alta dirección en las entidades, organismos o empresas del 

Estado, o está sometido a la prerrogativa del antejuicio y la 

acusación constitucional, será reprimido con pena privativa de 

http://spijlibre.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A25facab$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_12432$3.0#JD_12432
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libertad será no menor de diez ni mayor de quince 

años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 

1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días-multa. 

Se considera que existe indicio de enriquecimiento ilícito cuando 

el aumento del patrimonio o del gasto económico personal del 

funcionario o servidor público, en consideración a su declaración 

jurada de bienes y rentas, es notoriamente superior al que 

normalmente haya podido tener en virtud de sus sueldos o 

emolumentos percibidos o de los incrementos de su capital o de 

sus ingresos por cualquier otra causa lícita. (Código Penal, 1991, 

art. 401) 

 

En cuanto a los grados de desarrollo del delito en cuestión 

podemos decir que se trata, según del propio artículo 401 del 

Código Penal, de un tipo penal de resultado lesivo en la medida 

en que para la consumación respectiva es necesario que 

ilícitamente incremente su patrimonio, respecto de sus ingresos 

legítimos durante el ejercicio de sus funciones específicas. En 

tal sentido, el hecho fáctico de acreditar, al interior del proceso 

penal, el incremento de manera relevante del patrimonio del 

funcionario público, implicaría un efectivo perfeccionamiento 

típico del delito en cuestión. (Reátegui, 2015, págs. 810-811). 
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3.2.4.9. El código de ética de la función pública en el Perú  

El Código de Ética de la Función Pública en el Perú fue 

aprobado mediante la Ley N° 27815 - Ley del Código de Ética de la 

Función Pública, y reglamentada en el Decreto Supremo N° 033-

2005-PCM.  

El artículo 6° del código reconoce una serie de principios éticos 

esenciales, de observancia obligatoria por parte de todos los 

funcionarios públicos (o servidores públicos). Estos principios rectores 

de la función pública cumplen un papel fundamental en la orientación 

del debido ejercicio del cargo público, puesto que ellos serán la base 

normativa para construir toda la estructura que regule el debido 

desempeño de la función pública: 

 Respeto: El funcionario debe adecuar su conducta hacia el 

respeto de la Constitución y las leyes, garantizando que en todas 

las fases del proceso de toma de decisiones o en el 

cumplimiento de los procedimientos administrativos, se respeten 

los derechos a la defensa y el debido procedimiento.  

 Probidad: El funcionario debe actuar con rectitud, honradez y 

honestidad, procurando satisfacer el interés general y 

desechando todo provecho o ventaja personal. 

 Eficiencia: El funcionario debe brindar calidad en cada una de 

las funciones a su cargo, procurando obtener una capacitación 

sólida y permanente.  
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 Idoneidad: El servidor debe estar apto técnica, legal y 

moralmente para ejercer la función pública. El funcionario debe 

propender a una formación sólida acorde a la realidad, 

capacitándose permanentemente para el debido cumplimiento 

de sus funciones.  

 

 Veracidad: El funcionario debe expresarse con autenticidad en 

las relaciones funcionales con todos los miembros de su 

institución y con la ciudadanía, y debe contribuir al 

esclarecimiento de hechos que se relacionen con el desempeño 

de su cargo.  

 

 Lealtad y obediencia: El funcionario actúa con fidelidad y 

solidaridad hacia todos los miembros de su institución, 

cumpliendo las órdenes legítimas que le imparta el superior 

jerárquico competente.  

 

 Justicia y equidad: El funcionario debe tener buena disposición 

para cumplir cabalmente con cada una de sus funciones, 

otorgando a cada uno lo que es debido y actuando con equidad 

en sus relaciones con el Estado, con los ciudadanos, con sus 

superiores y con sus subordinados.  

 

 Lealtad al Estado de Derecho: El funcionario de confianza 

debe lealtad a la Constitución y al Estado de Derecho. El 

funcionario se encuentra prohibido de ocupar cargo de confianza 
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en régimen de facto bajo sanción de cese automático de la 

función pública. 

El artículo 7° del código establece una serie de deberes de la 

función pública de observancia obligatoria por parte del servidor 

público. Dichos deberes, se entiende, dimanan de la 

observancia de los principios básicos ético-jurídicos 

establecidos en el artículo 6° del código. Así, los deberes ético-

jurídicos de la función pública son los siguientes: 

 Neutralidad: El funcionario debe actuar con absoluta 

imparcialidad política, económica o de cualquier otra índole en 

el desempeño de sus funciones, demostrando independencia 

respecto a sus vinculaciones con personas, partidos políticos o 

instituciones.  

 Transparencia: El funcionario debe desempeñar su labor con 

transparencia. En principio, todos los actos funcionariales se 

consideran públicos y son accesibles al conocimiento de todo 

ciudadano.  

 Discreción: El servidor debe guardar reserva respecto a hechos 

o informaciones de los que tenga conocimiento por razón de su 

cargo y que estén exceptuados de las normas que regulan el 

acceso y la transparencia de la información pública.  

 Ejercicio adecuado del cargo: El funcionario en el ejercicio de 

su cargo no debe ejercer ningún tipo de represalia o coacción 

contra otros servidores públicos u otras personas.  
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 Uso adecuado de los bienes del Estado: El funcionario debe 

proteger y conservar los bienes del Estado, debiendo utilizar los 

que le fueran asignados para el cumplimiento de su función de 

manera racional. El funcionario debe utilizar los bienes del 

Estado para fines exclusivamente públicos.  

 

 Responsabilidad: Todo servidor público debe desarrollar sus 

funciones a cabalidad y en forma integral. En situaciones 

extraordinarias, el funcionario puede realizar tareas que no sean 

propias de su cargo, siempre que estas resulten necesarias para 

mitigar, neutralizar o superar las dificultades que se enfrenten. 

El artículo 8°, establece una serie de prohibiciones ético-

jurídicas de la función pública, extraídas de los deberes y 

principios plasmados en el artículo 6° y 7° del código. Dichas 

prohibiciones son:  

 Mantener intereses en conflicto: El funcionario no debe 

mantener relaciones o aceptar situaciones que puedan generar 

conflicto entre sus intereses personales, laborales o económicos 

y el cumplimiento de su función pública. 

 Obtener ventajas indebidas: El funcionario no debe obtener o 

procurar beneficios indebidos, para sí o para otros, mediante el 

uso de su cargo, autoridad, influencia o apariencia de influencia.  

 Realizar actividades de proselitismo político: El funcionario 

no debe realizar actividades de proselitismo político 

aprovechándose de su cargo público.  
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 Hacer mal uso de información privilegiada: El funcionario no 

debe participar en operaciones financieras donde utilice 

información privilegiada de la entidad a la que pertenece o que 

pudiera tener acceso a ella por razón de su cargo.  

 Presionar, amenazar y/o acosar: El funcionario no debe 

ejercer presiones, amenazas o acoso sexual contra otros 

funcionarios públicos que pudieran vulnerar la dignidad de las 

personas o inducir a la realización de acciones dolosas. 

 
3.2.4.10. Actuación de la fiscalía anticorrupción 

La actuación de la Fiscalía Anticorrupción o Fiscalía 

Especializada en delitos de Corrupción de Funcionarios, es todo el rol 

que asume los Asistentes Administrativos, los Asistentes en Función 

Fiscal y los señores Fiscales Adjuntos Provinciales y Fiscales 

Provinciales, que integran un despacho corporativo de la Institución 

del Ministerio Público frente a la administración de justicia, y que se 

encuentra conformado por el conjunto de acciones encaminadas a 

lograr los fines y objetivos que la Constitución y la ley mandan.  

Ahora bien, se debe tener en cuenta, la RESOLUCIÓN DE FISCALÍA 

DE LA NACIÓN Nº 798-2010-MP-FN del 03 de mayo del 2010, la cual 

estable la competencia de las Fiscalías Especializadas en Delitos de 

Corrupción de Funcionarios, las cuales conocerán de todas aquellas 

denuncias previstas en la Sección II (Concusión), Sección III 

(Peculado) y Sección IV (Corrupción de Funcionarios) del Capítulo II 

Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos del Libro II de la Parte 
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Especial del Código Penal; es decir los delitos estipulados desde el 

artículo 382 hasta el 401-B del código penal respectivamente, así 

como de los delitos conexos a los anteriormente señalados incluso 

aquellos que tienen previsto una pena superior; de igual forma debe 

tenerse en cuenta la Ley Nº 29648 publicada el 01 de enero del 2011 

en cuyo Art. 3 se dispuso la vigencia del Código Procesal Penal para 

los delitos tipificados en las indicadas Secciones II, III y IV que van 

desde el Art. 382º al Art. 401º del Código Sustantivo; y desde el 01 

de Junio del 2011 entra en vigencia para el Distrito Fiscal de Ucayali. 

Así también, se debe tener en cuenta, la Resolución de la Fiscalía de 

la Nación N° 1423-2015-MP-FN - Reglamento de las Fiscalías 

Especializadas en Delitos de Corrupción de Funcionarios, el mismo 

que establece en su artículo 1, que es objeto del presente reglamento 

los lineamientos generales y específicos que definen la organización, 

deberes, funciones y competencias de las Fiscalías Especializadas 

en Delitos de Corrupción de Funcionarios. Así mismo en su artículo 

2, se tiene como objetivos generales establecer criterios de actuación 

para el ejercicio de la función fiscal en materia de delitos de 

corrupción de funcionarios, así también, consolidar la formación de 

los Fiscales, mediante la formación jurídica, técnica y científica en 

materia de delitos de corrupción de funcionarios.  Entre otros 

objetivos expuestos en el reglamento mencionado. 
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3.2.5. El modelo acusatorio adoptado en el código procesal penal 

peruano 

El legislador nacional ha elegido más bien un proceso acusatorio 

garantista con ciertos rasgos adversariales de inspiración europea 

que descansa en los principios de inmediación, publicidad, 

contradicción y concentración de un proceso con nítida división de 

roles de los sujetos procesales. El Ministerio Público, investiga el 

delito y promueve la acción penal por medio de la acusación; el 

abogado defensor defiende los intereses del investigado o acusado; 

y, el juez resuelve la causa con imparcialidad y para ello, tiene la 

facultad de dirigir el proceso orientándolo siempre a determinar la 

verdad de los hechos objeto de imputación. Sin duda alguna entre 

los protagonistas del proceso, el juez es el sujeto procesal al que le 

compete la función fundamental de determinar la verdad de los 

hechos y, por tanto se requiera que dirija las actuaciones del 

proceso, al logro de la tal finalidad. (Salinas, 2014)     

3.2.6. Actuación fiscal en el código procesal penal 

 El proceso penal común 

El proceso penal común se encuentra regulado 

pormenorizadamente en el libro III del nuevo estatuto procesal 

penal, encontrándose dividido en tres fases o etapas procesales: 

La investigación preparatoria, la etapa intermedia y el juzgamiento” 

(Reyna L. M., 2015, págs. 65-66).   
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Por otro lado Según (Neyra, 2012), dice, que el nuevo proceso 

penal, tiene hasta cinco etapas, como es la Investigación 

Preliminar, la Investigación Preparatoria, la Etapa Intermedia, el 

Juzgamiento y la Ejecución: 

 

A. INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 

La investigación preparatoria está a cargo del Fiscal, quien contará 

con el apoyo de la Policía. En esta etapa el Juez de la Investigación 

preparatoria controla el respeto de los derechos del imputado. La 

investigación es única, dinámica, flexible y realiza bajo la dirección del 

Fiscal. 

Al existir una sola etapa de investigación, ya no tienen lugar las 

medidas coercitivas pre jurisdiccional. Cuando el Fiscal requiera 

alguna medida coercitiva urgente, la solicitará al Juez. De 

conformidad a los Arts. 1º, 60º y 329º, el Fiscal inicia los actos de 

investigación cuando toma conocimiento de un hecho delictuoso, 

promueve la investigación de oficio o a petición de los denunciantes, 

la inicia de oficio cuando llega a su conocimiento la comisión de un 

delito de persecución pública. 

La investigación preparatoria de conformidad con el nuevo proceso 

penal peruano, tiene claramente establecida dos fases: 

1. Diligencias Preliminares 

Tan pronto como la Policía tenga noticia de la comisión de un delito, 

lo pondrá en conocimiento del Ministerio Público. 
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(Sánchez, 2009), Dice que la Investigación Preliminar es la 

investigación inicial ante la denuncia, que se presenta a la Autoridad; 

o cuando por propia iniciativa deciden dar inicio a los primeros actos 

de investigación. 

Recibida la denuncia, o habiendo tomado conocimiento de la posible 

comisión de un delito, el Fiscal puede, bajo su dirección, requerir la 

intervención de la Policía o realizar por sí mismo diligencias 

preliminares. 

La denuncia puede hacerse ante la Policía o la Fiscalía. Cuando la 

Policía tiene conocimiento de un delito, debe ponerla en conocimiento 

inmediatamente a la Fiscalía. Puede actuar diligencias urgentes 

dando cuenta en ese mismo acto al Fiscal. El Fiscal es el dueño y 

responsable de la indagación, cuenta con el apoyo técnico de la 

Policía, cualquier medida cautelas o coercitiva que requiera el 

aseguramiento de su investigación pasa por el control y decisión 

judicial. La finalidad de estas diligencias es determinar si debe o no 

formalizar investigación preparatoria. El plazo es de 60 días, salvo que 

exista persona detenida (art. 334.2). En su desarrollo se realizan actos 

urgentes o inaplazables destinados a determinar si han tenido lugar 

los hechos y su delictuosidad, así como asegurar los elementos 

materiales de su comisión, individualizar a las personas involucradas, 

incluyendo a los agraviados, y, dentro de los límites de la ley, 

brindarles la debida seguridad (art. 330.2). Las diligencias 

preliminares forman parte de la investigación preparatoria y no podrán 

repetirse una vez formalizada ésta. Si, durante la investigación 
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preliminar se detecte que el caso es complejo, ya sea por la gran 

cantidad de sujetos investigados o agraviados así como por las 

complicaciones del caso, puede razonablemente ampliar el plazo de 

las investigaciones preliminares hasta un máximo de 120 días, tal 

como se indica en la Casación N° 2-2008-La Libertad, para lo cual 

debe fundamentarlo. De conformidad al Art. 334º, si el Fiscal al 

calificar la denuncia o después de las diligencias preliminares 

considera que el hecho denunciado no constituye delito, no es 

justiciable penalmente o se presentan causas de extinción declarará 

que no procede formalizar y continuar la Investigación Preparatoria y 

ordenará el archivo definitivo de lo actuado. 

2. Investigación Preparatoria Formalizada. 

En el nuevo Código Procesal Penal esta fase es de carácter 

preparatorio; esto es, permite a los intervinientes prepararse para el 

juicio. Así, esta etapa tiene por finalidad: 

a. Reunir los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que 

permitan al Fiscal decidir si formula o no acusación y, en su caso, al 

imputado preparar su defensa. 

b. Determinar si la conducta incriminada es delictuosa, las 

circunstancias o móviles de su perpetración, la identidad del autor o 

partícipe y de la víctima, así como la existencia del daño causado. 

La investigación preparatoria no tiene carácter probatorio, sino de 

información respecto a los hechos, para que el Fiscal asuma la 

determinación de acusar o sobreseer. 

Características: 
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La dirección está a cargo del Fiscal. 

La formalización de la investigación preparatoria no opera en todos 

los casos (art. 334). 

El Fiscal puede acusar sólo con el resultado de las diligencias 

preliminares (art. 336). 

La estrategia de la investigación corre a cargo del Fiscal (art. 65). 

El Fiscal puede adoptar salidas alternativas o de simplificación 

procesal. 

Plazo de la Investigación Preparatoria 

El plazo de la investigación preparatoria es de 120 días naturales, 

prorrogables por única vez en 60 días. En caso de investigaciones 

complejas el plazo es de 8 meses, prorrogable por igual término sólo 

por el Juez de la Investigación Preparatoria 

Si el Fiscal considera que se han alcanzado los objetivos de la 

investigación, puede darla por concluida antes del término del plazo. 

El Código prevé la posibilidad de que si vence el plazo y el Fiscal no 

concluye la investigación, las partes pueden solicitarla al Juez de la 

Investigación preparatoria. Para tal efecto éste citará a una audiencia 

de control del plazo. 

ETAPA INTERMEDIA 

Este es uno de los aspectos más importantes del nuevo Código. 

Nuestro proceso penal siempre ha transitado de la instrucción al juicio 

oral sin un auténtico saneamiento procesal en la fase intermedia. 

Al respecto dice, (Maita, 2009), la Etapa Intermedia prevista en el 

Código Procesal Penal 2004, es el período comprendido desde la 



70 
 

conclusión de la investigación preparatoria hasta el auto de 

enjuiciamiento; dirigida por el Juez de la Investigación Preparatoria. 

Cumple una de las funciones más importantes en la estructura del 

proceso común, cual es el control de los resultados de la investigación 

preparatoria, examinando el mérito de la acusación y los recaudos de 

la causa, con el fin de decidir si procede o no pasar a la etapa del 

juicio oral. 

Es el momento de saneamiento del proceso, controla lo actuado en la 

investigación, y el sustento de la acusación o del pedido de 

sobreseimiento, verificando las garantías procesales. La fase 

intermedia se basa en la idea de que los juicios deben ser preparados 

y se debe llegar a ellos luego de una actividad responsable. Como 

expresa BINDER, imaginémonos los efectos sociales de un proceso 

penal en el que la sola denuncia basta para que se someta a las 

personas a juicio oral: tal proceso servirá más bien como un 

mecanismo de persecución y descrédito de las personas antes que 

como un mecanismo institucionalizado para resolver los conflictos 

penales. Así el nuevo Código establece que, concluida la 

investigación preparatoria, el Fiscal decidirá: 

1. Formular acusación 

De acuerdo al art. 349° del nuevo Código la acusación debe ser 

debidamente motivada y contendrá los datos necesarios, la 

exposición de hechos, el tipo, la reparación civil y una reseña de los 

medios de prueba que ofrece. 
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La acusación sólo puede referirse a hechos y personas incluidos en 

la formalización de investigación preparatoria, podrá señalar, 

alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de hecho que 

permitan calificar la conducta del imputado en un tipo penal distinto. 

Además, deberá indicar las medidas de coerción existentes y, en su 

caso, solicitar su variación o dictado. 

La acusación deberá ser notificada a los sujetos procesales, a fin de 

que puedan: 

Observar la acusación por defectos formales 

Deducir excepciones y otros medios de defensa 

Pedir la imposición o revocación de medidas de coerción o actuación 

de prueba anticipada 

Pedir el sobreseimiento 

Instar la aplicación de un criterio de oportunidad 

Ofrecer pruebas para el juicio 

Objetar la reparación civil 

Plantear cualquier otra cuestión que tienda a preparar mejor el juicio 

Si las partes formulan objeciones y requerimientos, el Juez de la 

Investigación Preparatoria citará para audiencia preliminar de control 

de la acusación. 

En las audiencias que convoque el juez de la investigación 

preparatoria, es obligatoria la presencia del Fiscal y del abogado del 

acusado y se pueden llevar a cabo lo siguiente: 

Las partes debaten sobre la procedencia o inadmisibilidad de las 

cuestiones planteadas y la pertinencia de la prueba ofrecida. 
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En esta audiencia el Fiscal puede modificar, aclarar o integrar la 

acusación en lo que no sea sustancial. 

Si los defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del Fiscal, 

el Juez dispondrá la devolución de la acusación y suspenderá la 

audiencia. 

Una vez resueltas las cuestiones planteadas, el Juez de la 

Investigación Preparatoria dictará auto de enjuiciamiento, el cual no 

es recurrible (artículo 353). 

Indicará bajo sanción de nulidad los datos del acusado, el delito, los 

medios de prueba admitidos, indicación de las partes constituidas, etc. 

El Juez se pronunciará sobre la procedencia de medidas de coerción. 

Luego de emitida esta resolución, el Juez de la Investigación 

Preparatoria remitirá la resolución al Juez penal (unipersonal o 

colegiado, según corresponda). En esta etapa también se puede 

permitir al acusado que la observe el control de la a acusación, 

oponga excepciones, medios de defensa técnica, o solicite la 

expedición de sentencia absolutoria anticipada o de lo contrario 

permitir la aceptación de los cargos, de modo que el proceso concluya 

a través de mecanismos de simplificación, sustentados en criterios de 

oportunidad. 

El Juez también ejerce un control sobre la falta de mérito de la 

acusación siempre que se advierta que las pruebas ofrecidas en la 

acusación no serán capaces de acreditar la pretensión punitiva en 

juicio. 
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2. Sobreseer la causa. 

El sobreseimiento tiene carácter definitivo y procede: 

a. Si el hecho no se realizó o no puede atribuirse al imputado 

b. Si el hecho no es típico o concurre causal de justificación, 

inculpabilidad o no punibilidad 

c. Si la acción penal se ha extinguido 

d. Si no hay elementos de convicción suficientes para fundamentar el 

enjuiciamiento, conforme al art. 347 del nuevo Código Procesal Penal, 

ante el requerimiento de sobreseimiento formulado por el Fiscal, el 

Juez corre traslado a las partes, a fin de que estas puedan formular 

oposición. He aquí lo importante: luego del traslado a las partes, el 

Juez la cita a una audiencia preliminar para debatir los fundamentos 

del requerimiento de sobreseimiento. 

En esta audiencia el Juez de la Investigación preparatoria puede: 

Declarar fundado el requerimiento del Fiscal y dictar el auto de 

sobreseimiento. 

Elevar los actuados al Fiscal Superior para que ratifique o rectifique la 

solicitud del Fiscal. El trámite culmina con la decisión del Fiscal 

Superior. 

El sobreseimiento tiene carácter definitivo. Importa el archivo definitivo 

de la causa y tiene la autoridad de cosa juzgada. En dicha resolución 

se levantarán las medidas coercitivas, personales y reales, que se 

hubieren expedido. La dirección corresponde al Juez de la 

Investigación Preparatoria, quien dictará el auto de procedencia del 

juicio. 
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3.2.6. Ley Nª 30483. Ley de la Carrera Fiscal 

Mediante la publicación de la Ley Nº 30483, con la carrera fiscal se 

regula el ingreso, la permanencia, el ascenso y la terminación en el 

cargo de fiscal; los derechos y las obligaciones esenciales de la 

función fiscal, así como el régimen disciplinario, teniendo los 

siguientes objetivos: 

1. Garantizar la independencia, idoneidad, permanencia y 

especialización de los fiscales. 

2. Optimizar las funciones constitucionales y legales de los fiscales. 

Además del cumplimiento de principios rectores entre ellos: 

Artículo V. Eticidad y probidad. La ética y la probidad son 

componentes esenciales de los fiscales en la carrera fiscal. Artículo 

VI. Capacitación permanente. La carrera fiscal garantiza y propicia la 

permanente y óptima capacitación de los fiscales. Artículo VII. 

Especialización. La carrera fiscal garantiza y preserva la 

especialización de los fiscales, salvo las excepciones de Ley. Artículo 

VIII. Debido proceso, legalidad, proporcionalidad y razonabilidad. La 

carrera fiscal asegura que las decisiones que afecten la permanencia 

de los fiscales en sus cargos se adopten previo procedimiento, en el 

que se observen las garantías del debido proceso; y, en el caso de 

que se trate de la imposición de una sanción, los principios 

constitucionales de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad. 

Artículo IX. Unidad de actuación institucional. Los fiscales actúan en 

concordancia con los lineamientos y los criterios institucionales para 

el logro de sus objetivos, emitidos por el órgano competente. Artículo 
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X. Rol social. El Ministerio Público es una institución de servicios que 

ejerce sus funciones y actúa en representación de la sociedad en 

juicio con el propósito de establecer el orden legal quebrantado, 

defiende a la familia, a los niños, a las niñas y a los adolescentes 

incapaces; previene, investiga y persigue el delito. Sus decisiones 

causan impacto en la sociedad y asume la responsabilidad de estas. 

Artículo XI. Eficiencia y eficacia. El Ministerio Público adopta una 

administración moderna para brindar a la sociedad un servicio eficaz 

y eficiente que contribuya al cumplimiento de sus fines institucionales, 

con una cultura humanista. Artículo XII. Responsabilidad. Los fiscales 

actúan bajo responsabilidad administrativa, civil y penal. 

 

3.3. Bases conceptuales 

3.3.1. LOS DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA.  

 

La corrupción es el uso indebido del poder para obtener beneficios 

irregulares (económicos o no) violando la ley y afectando la legitimidad de 

la autoridad y los derechos fundamentales de la persona (Plan Nacional 

Anticorrupción 2012-2016). 

 

A. ACTOS ILEGALES   

Se refieren a infracciones a las leyes o reglamentos gubernamentales 

cometidos por las entidades. Tales actos pueden involucrar la 

manipulación, la falsificación o la modificación de los registros o 

documentos, la malversación de activos, la eliminación u omisión de 

los efectos de las transacciones en los registros o documentos, el 
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registro de transacciones sin sustento o la aplicación errónea de 

normas contables (Contraloría General de la República, Manual de 

Auditoría Gubernamental - MAGU - 1998). 

 

B. ASOCIACIÓN ILÍCITA 

El delito de asociación ilícita consiste en tomar parte de una 

asociación o banda dedicada a cometer delitos. Para que se 

configure, es necesario que la asociación esté integrada por un 

mínimo de tres personas y que entre ellas exista un acuerdo, explícito 

o implícito, de asociarse para delinquir (Reyna, 2009). 

 

C. DAÑO O PERJUICIO PATRIMONIAL AL ESTADO 

El artículo 3, inciso 2 de la Convención de Naciones Unidas contra la 

Corrupción señala lo siguiente: «Para la aplicación de la presente 

Convención, a menos que contenga una disposición en contrario, no 

será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan daño o 

perjuicio patrimonial al Estado». Esta norma refleja la tendencia a 

favor de sancionar las conductas que implican actos de corrupción sin 

que ello se encuentre condicionado a la demostración de haberse 

ocasionado un perjuicio patrimonial al Estado. 

 

D. FUNCIONARIO PÚBLICO 

Se define como “Oficial Gubernamental” o “Servidor público”, 

cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, 

incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para 

desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al 
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servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos” (Convención 

Interamericana contra la Corrupción (CICC): Art. I)1. 

E.  CONCEPTO DE FUNCIONARIO PÚBLICO EN EL CÓDIGO PENAL 

PERUANO. 

“Artículo 425.- Se consideran funcionarios o servidores públicos:  

1. Los que están comprendidos en la carrera administrativa.  

2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si 

emanan de elección popular.  

3. Todo aquel que, independientemente del régimen laboral en que 

se encuentre, mantiene vínculo laboral o contractual de cualquier 

naturaleza con entidades u organismos del Estado, incluidas las 

empresas del Estado o sociedades de economía mixta 

comprendidas en la actividad empresarial del Estado, y que en 

virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u organismos. 

4. Los administradores y depositarios de caudales embargados o 

depositados por autoridad competente, aunque pertenezcan a 

particulares.  

5. Los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional. 

6. Los designados, elegidos o proclamados, por autoridad 

competente, para desempeñar actividades o funciones en nombre 

o al servicio del Estado o sus entidades. 

7. Los demás indicados por la Constitución Política y la ley.  

 

 

                                                             
1 Ratificada por el Estado peruano, el 6 de abril de 1997. 
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F. ACTOS DE CORRUPCIÓN 

Se considera actos de corrupción: 

a) El requerimiento o aceptación, directa o indirectamente, por un 

funcionario o una persona que ejerza funciones públicas, de 

cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como 

dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra 

persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier 

acto en el ejercicio de sus funciones públicas (Art. VI Convención 

Interamericana Contra la Corrupción, 1996). 

G. DELITO SIN ESCENA  

La mayor parte de denuncias por delitos de corrupción de funcionarios 

no nos permite identificar físicamente una escena del delito, salvo 

algunos casos de flagrancia.  

Más aún las diferentes acciones que se requieren para configurar un 

delito, conlleva a que existan diversos hechos que se realizan en 

forma secuencial, en diferentes espacios y por diferentes personas 

(PUBLICO, • Manual de capacitación para operadores de justicia en 

delitos contra la administración pública , pág. 119). 

 

3.3.2. ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 

La Fiscalía Anticorrupción investiga y conoce de los procesos de 

especial trascendencia, relativos a los delitos de corrupción 

cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos. El 

fiscal anticorrupción debe tener una sólida formación profesional, 

debe ser independiente y autónomo en sus decisiones. Y capacidad 
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de soportar las presiones que pueden ejercerse desde los niveles 

más altos del poder (López, 2018).  

A. EL MINISTERIO PÚBLICO.  

Es el organismo autónomo el Estado que tiene como funciones 

principales la defensa de la legalidad, los derechos ciudadano y 

los intereses públicos, la representación de la sociedad en juicio, 

para los efectos de defender a la familia, a los menores e 

incapaces y el interés social, así como para velar por la moral 

pública; la persecución del delito y la reparación civil (Art. 1 D.L. 

Nº 052). 

 

B. CARPETA FISCAL.  

Es el instrumento técnico de trabajo que se abre para la 

documentación de las actuaciones de investigación y contiene lo 

siguiente: 1) La denuncia, 2) El Informe Policial de ser el caso, 

3) Las diligencias de investigación que se hubieran realizado o 

dispuesto ejecutar, 4) Los documentos obtenidos, 5) Los 

dictámenes periciales realizados, 6) Las actas levantadas, 7) 

Las disposiciones emitidas, 8) Las providencias dictadas, 9) Los 

requerimientos formulados, 10) Las resoluciones emitidas  por el 

Juez de la Investigación Preparatoria, y, 11) Toda 

documentación útil a los fines de la investigación (Echaíz, 2005). 

C. INVESTIGACIÓN.  

1. Es la primera etapa del proceso y está dirigida a determinar 

la comisión del delito y la responsabilidad del autor. Es la 
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etapa de preparación para el ejercicio de la acción penal, 

debido a ello se caracteriza principalmente por la búsqueda 

y la preparación (Echaíz, 2005). 

D. JUZGAMIENTO.  

Es el juicio oral o etapa de enjuiciamiento propiamente dicha, 

está constituida por debates orales que se llevan a cabo ante un 

juez unipersonal o colegiado para concluir con la sentencia que 

pone fin al proceso. En esta etapa, la actividad jurisdiccional y 

de las partes se concentra en el análisis técnico-científico y en 

el debate contradictorio sobre todos y cada uno de los elementos 

probatorios recogidos durante la primera etapa del proceso, así 

como los incorporados con posterioridad (Echaíz, 2005). 
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CAPITULO IV.  MARCO METODOLOGICO 

 

4.1. Ámbito de estudio 

Jurisdicción del distrito Fiscal de Ucayali, Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, 

2017. 

4.2. Tipo y nivel de investigación de estudio 

4.2.1. Tipo de investigación 

El tipo de investigación que corresponde a la presente tesis, es de tipo 

aplicada. 

1. Aplicada, porque se buscó el conocer para hacer, para actuar, para 

construir, para modificar donde se presenta el fenómeno que quiere 

estudiarse (Ander-Egg, 2011, pág. 25).  Es decir, se interesa 

fundamentalmente por la propuesta de solución en un contexto físico-

social específico. Y destina sus esfuerzos a resolver los problemas y 

necesidades que se plantean los hombres en sociedad en un corto, 

mediano o largo plazo.  

 

4.2.2. Nivel de investigación 

Nuestra investigación se desarrolló en el marco de 3 niveles; jurídico social, 

descriptivo y correlacional. 

 Jurídico social porque es el estudio de las normas, los hechos y los 

valores, considerando la dinámica de los cambios sociales, políticos, 

económicos y culturales que se desarrollan en la sociedad 

(ALVARES, 2003). 
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 Descriptiva, porque se buscará especificar las características y 

perfiles de personas, grupos, o cualquier otro fenómeno que sea 

sometido a análisis de una o más variables en una muestra de la 

población.  

 Correlacional, porque se enfocará en determinar el por qué se 

relacionan dos o más variables (Hernández, 2010). 

 

4.3.  Población y muestra  

4.3.1. Descripción de la población  

La población estuvo conformada por los 70 abogados litigantes en 

todos los delitos de corrupción de funcionarios los cuales fueron 

contabilizados los que figuran en los expedientes investigados en la 

Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, periodo 2017. 

 

4.3.2. Muestra y método de muestreo. 

Nuestra muestra estuvo representada por 55 Abogados litigantes en 

todos los delitos de corrupción de funcionarios con expedientes 

investigados en la Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, periodo 2017, 

seleccionados mediante el tipo de muestreo no probabilístico 

intencional. 

4.3.3. Criterios de Inclusión y exclusión  

Para obtener las muestras se ha considerado los criterios de 

inclusión y exclusión, que os abogados litigantes deberían de haber 

litigado en dos casos de delitos de corrupción, además que 

pertenezca al Colegio de Abogados del Perú. 
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4.4. Diseño de investigación 

La presente Investigación se ubicó en el diseño No experimental- 

Correlacional; cuanto este estudio “implica el recojo de más de dos 

conjuntos de datos de un grupo de sujetos, con la finalidad de establecer la 

subsiguiente relación entre estos conjuntos de datos”. A la vez es 

transeccional porque los datos recolectados son para un solo momento en 

un tiempo único (Hernandes, 1998), cuyo diagrama es el siguiente: 

  

Figura N° 01. Tipo de estudio de datos 

Leyenda: 

M = Abogados litigantes en delitos de corrupción de funcionarios con 

expedientes investigados en la Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, periodo 

2017. 

OX= Delitos de corrupción 

OY= Actuación de la fiscalía anticorrupción 

r = relación entre variables 

OXY= Observación de las variables 
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4.5. Técnicas e instrumentos  

4.5.1. Técnicas 

La principal técnica que utilizamos en este estudio fue la encuesta y el 

análisis sobre los delitos de corrupción en la administración pública y la 

actuación de la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 

4.5.2. Instrumento 

Para el desarrollo de la presente investigación se utilizó y se validó el 

siguiente instrumento: 

A. Cuestionario: A fin de obtener corrientes de opinión respecto al tema 

investigado, se utilizarán cuestionarios con doce preguntas abiertas 

dirigidas a los Abogados litigantes en delitos de corrupción de funcionarios 

con expedientes investigados en la Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, 

periodo 2017. 

4.5.2.1. Validación y confiabilidad del instrumento 

El criterio de validez y confiabilidad del instrumento tiene que ver con 

el contenido interno del instrumento, y la validez de construcción de 

los ítems en relación con las bases teóricas y objetivos de la 

investigación respetando su consistencia y coherencia técnica. 

Además, aplicaremos el alfa de Cronbach y la opinión de juicio de 

expertos. 

Los expertos son los siguientes: 

Dr. Ronal Huapaya Condori 

Mg. Jimmy Flores Vidal 

Dr. Rogelio Alvarado y Dueñas 
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Dr. Javier Lopez y Morales 

Dr. Abimael Francisco Paredes 

4.6. Técnicas para el procesamiento de datos 

Se realizará el siguiente procedimiento: 

1. Recolección de los datos. El cuestionario se aplicará a los 

Abogados litigantes en delitos de corrupción de funcionarios con 

expedientes investigados en la Fiscalía Anticorrupción de Ucayali, 

periodo 2017.  

2. Revisión de los datos. - Se examinará en forma crítica las 

respuestas de los instrumentos empleados a fin de comprobar la 

integridad de sus respuestas.  

3. El ordenamiento de la Información: Este paso consistirá 

básicamente en depurar la información revisando los datos 

contenidos en los instrumentos de trabajo de campo, con el propósito 

de ajustar los llamados datos primarios. 

 

Tabulación 

Puntualizamos las acciones a realizar con la finalidad de procesar y analizar 

la información obtenida para su tabulación. 

A. Procesamiento de los datos. - Previa codificación de los reportes, 

se elaborará una plataforma de datos utilizando el programa 

estadístico SPSS versión 22 en español, y se registraron los datos 

procedentes del instrumento; no olvidando parear los instrumentos 

aplicados. 
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B. Clasificación de la Información: Se llevó a cabo con la finalidad de 

agrupar datos mediante la distribución de frecuencias de las variables 

independiente y dependiente. 

C. La Codificación y Tabulación: La codificación es la etapa en la que 

se formará un cuerpo o grupo de símbolos o valores de tal manera 

que los datos serán tabulados, generalmente se efectúa con números 

o letras. La tabulación manual se realizará ubicando cada uno de las 

variables en los grupos establecidos en la clasificación de datos, o sea 

en la distribución de frecuencias. También se utilizará la tabulación 

mecánica, aplicando programas o paquetes estadísticos de sistema 

computarizado.  
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CAPITULO V RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

5.1. Análisis descriptivo 

En cuanto al análisis descriptivo de cada una de las variables y para una 

mejor interpretación, se han organizado los datos en tablas de distribución 

de frecuencias y en gráficos estadísticos.  

OX= Delitos de corrupción 

OY= Actuación de la fiscalía anticorrupción 

Una vez recolectada la información se creó una base de datos, la misma 

que se procesó con la herramienta Excel 2016. Luego se efectuó la 

segmentación en rango de calificación para cada dimensión. Las tablas y 

gráficos fueron organizados de la siguiente manera: 

a) Resultado de la variable OX: Delitos de corrupción  

 

TABLA N° 04  

Distribución de frecuencia de la variable OX: Delitos de corrupción   
 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 
Porcentaje 
acumulado 

 

SI 46 83,6 83,6 83,6 

NO 9 16,4 16,4 100,0 

Total 55 100,0 100,0  

Nota: Fuente: Realizado por el investigador 
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Figura N° 02: Distribución porcentual de la variable OX: Delitos de 

corrupción  

 

Interpretación: Según la tabla 04 e ilustración 02, el 83,64% de los 

abogados encuestados indicaron que sí existen actos de corrupción en la 

administración pública, y sólo el 16.36% de los abogados litigantes 

encuestados indicador que no existen actos de corrupción en la 

administración pública. 
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DIMENSIÓN 01: ÉTICA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA  

TABLA N° 05  
Distribución de frecuencia de la dimensión 1 de la variable OX: Ética de la función 
pública  
 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 
Porcentaje 
acumulado 

 EN DESACUERDO 29 52,7 52,7 52,7 

INDIFERENTE 25 45,5 45,5 98,2 

DE ACUERDO 1 1,8 1,8 100,0 

Total 55 100,0 100,0  

Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 

Figura N° 03: Distribución porcentual de la dimensión 1 de la variable OX: Ética 

de la función pública  
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Interpretación: Según la tabla 05 e ilustración 03, el 52,73% de los 

abogados encuestados indicaron estar en desacuerdo en que la dimensión 

ética de la función pública es adecuada, mientras que el 45.5% 

manifestaron indiferencia, sólo  el 1.82% indicaron estar de acuerdo con  

que la dimensión ética de la función pública es adecuada en la 

administración pública.  

 

DIMENSIÓN 02: GESTIÓN PÚBLICA Y CONTRATACIONES DEL 

ESTADO  

 

TABLA N° 06  
Distribución de frecuencia de la dimensión 2 de la variable OX: Gestión 
pública y contrataciones del estado.   

 

 
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 EN 
DESACUERDO 

29 52,7 52,7 52,7 

INDIFERENTE 25 45,5 45,5 98,2 

DE ACUERDO 1 1,8 1,8 100,0 

Total 55 100,0 100,0  

Nota: Fuente: Realizado por el investigador 
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Figura N° 04: Distribución porcentual de la dimensión 2 de la variable OX: 

Gestión pública y contrataciones del estado.   

 

Interpretación: Según la tabla 06 e ilustración 04, el 52,73% de los 

abogados encuestados indicaron estar en desacuerdo en que la dimensión 

Gestión pública y contrataciones del estado es adecuada, mientras que el 

45.5% manifestaron indiferencia, sólo el 1.82% indicaron estar de acuerdo 

con que la dimensión Gestión pública y contrataciones del estados es 

adecuada en la administración pública.  
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DIMENSIÓN 03: LEGISLACIÓN NACIONAL   

TABLA N° 07  
Distribución de frecuencia de la dimensión 3 de la variable OX: 
Legislación Nacional 

 
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 EN DESACUERDO 29 52,7 52,7 52,7 

INDIFERENTE 25 45,5 45,5 98,2 

DE ACUERDO 1 1,8 1,8 100,0 

Total 55 100,0 100,0  
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 

 

Figura N° 05: Distribución porcentual de la dimensión 2 de la variable OX: 

Legislación Nacional.   

Interpretación: Según la tabla 07 e ilustración 05, el 52,73% de los 

abogados encuestados indicaron estar en desacuerdo en que la dimensión 

Legislación Nacional es adecuada, mientras que el 45.5% manifestaron 
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indiferencia, sólo el 1.82% indicaron estar de acuerdo con que la dimensión 

Legislación Nacional es adecuada en la administración pública.  

b) Resultado de la variable OY: Actuación de la fiscalía anticorrupción  

 
TABLA N° 08 

 
Distribución de frecuencia de la variable OY: Actuación de la fiscalía 
anticorrupción.  

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 
Porcentaje 
acumulado 

 

BAJA 12 21,8 21,8 21,8 

MEDIA 22 40,0 40,0 61,8 

ALTA 21 38,2 38,2 100,0 

Total 55 100,0 100,0  

Nota: Fuente: Realizado por el investigador 
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Figura N° 05: Distribución porcentual de la variable OY: Actuación de la 

fiscalía anticorrupción.    

 

Interpretación: Según la tabla 08 e ilustración 05, el 21,82% de los 

abogados litigantes manifiestan que existe una baja actuación de la fiscalía 

anticorrupción, mientras que el 40% manifiesta una media actuación de la 

fiscalía, el 38,18 % manifiesta que existe una alta actuación de la fiscalía 

en los delitos de corrupción de Ucayali, 2017.  

 

5.2. Análisis inferencial y contrastación de hipótesis 

En el análisis inferencial de los datos se utilizará el coeficiente de 

correlación de Rho de Spearman con el fin de medir la relación entre las 

variables en estudio. Se tuvo en cuenta una significación de 0,05. 

Para el procesamiento de los datos se utilizará el paquete estadístico SPSS 

versión 22 en español y Excel para la prueba de correlaciones. 

 

PRUEBA DE HIPÓTESIS GENERAL 

 

Ha: Los delitos de corrupción en la administración pública se relacionan de 

manera positiva alta con la actuación de la fiscalía anticorrupción en 

el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

H0: Los delitos de corrupción en la administración pública no se relacionan 

de manera positiva alta con la actuación de la fiscalía anticorrupción 

en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
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Tabla N° 09 
Tabla de contingencia de DELITOS CORRUPCIÓN*ACTUACIÓN DE LA 
FISCALÍA  

 

 

ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA Total 

BAJA MEDIA ALTA  

DELITOS 
CORRUPCI
ON 

SI Recuento 11 15 20 46 

% del total 20,0% 27,3% 36,4% 83,6% 

NO Recuento 1 7 1 9 

% del total 1,8% 12,7% 1,8% 16,4% 

Total Recuento 12 22 21 55 

% del total 21,8% 40,0% 38,2% 100,0% 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 
 
 
 
Tabla N° 10 
Correlación no paramétrica de la hipótesis general  

 
DELITOS 

CORRUPCION 

ACTUACIÓN 
DE LA 

FISCALÍA 

Rho de 
Spearman 

DELITOS 
CORRUPCIÓN 

Coeficiente de 
correlación 

1,000 ,457** 

Sig. (bilateral) . ,003 

N 55 55 

ACTUACIÓN 
DE LA 
FISCALÍA 

Coeficiente de 
correlación 

,457** 1,000 

Sig. (bilateral) ,003 . 

N 55 55 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 

INTERPRETACIÓN: Como el nivel de significancia es menor que 0,05 

(0,003<0,05) rechazamos la hipótesis nula y aceptamos la hipótesis 

alternativa, luego podemos concluir que a un nivel de significancia de 0,05 

el delito de corrupción se relaciona significativamente con la Actuación de 

la Fiscalía Provincial especializada en delitos de corrupción de Ucayali, 

2017.  

Así mismo, el coeficiente de correlación de Spearman, muestra que existe 

correlación positiva moderada entre las dos variables y es 
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estadísticamente muy significativo (r=0,457**, p=0.000<0.05) 

 

1) Ha: La ética de la función publica se relaciona positivamente en el registro 

de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de corrupción 

investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 

2017. 

H0: La ética de la función pública no se relaciona positivamente en el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali, 2017. 

 
Tabla N° 11 
Tabla de contingencia de ETICA* ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA  

 

 

ACTUACIÓN DE LA 
FISCALÍA Total 

BAJA MEDIA ALTA 

DIM1 
ETICA 

EN 
DESACUERDO 

Recuento 8 4 17 29 

% del total 14,5% 7,3% 30,9% 52,7% 

INDIFERENTE Recuento 3 18 4 25 

% del total 5,5% 32,7% 7,3% 45,5% 

DE ACUERDO Recuento 1 0 0 1 

% del total 1,8% 0,0% 0,0% 1,8% 

Total Recuento 12 22 21 55 

% del total 21,8% 40,0% 38,2% 100,0% 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 

 
Tabla N° 12 
Correlación no paramétrica de la hipótesis específica N° 01 

 

 

DIM1 
ETICA 

ACTUACIÓ
N DE LA 

FISCALÍA 

Rho de 
Spearman 

DIM1 ETICA Coeficiente de 
correlación 

1,000 ,424** 

Sig. (bilateral) . ,006 

N 55 55 
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ACTUACIÓN 
DE LA 
FISCALÍA 

Coeficiente de 
correlación 

,424** 1,000 

Sig. (bilateral) ,006 . 

N 55 55 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 

INTERPRETACIÓN: Como el nivel de significancia es menor que 0,05 

(0,006<0,05) rechazamos la hipótesis nula y aceptamos la hipótesis 

alternativa, luego podemos concluir que a un nivel de significancia de 0,05 

que la ética de la función publica se relaciona positivamente en el registro 

de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de corrupción 

investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 

2017. 

Así mismo, el coeficiente de correlación de Spearman, muestra que existe 

correlación positiva moderada entre las dos variables y es 

estadísticamente muy significativo (r=0,424**, p=0.000<0.05) 

 

2) Ha: La gestión contrataciones del estado se relaciona positivamente con 

el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali, 2017. 

H0: La gestión contrataciones del estado no se relaciona positivamente 

con el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos 

de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal 

de Ucayali, 2017. 
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Tabla N° 13 
Tabla de contingencia de GESTIÓN PÚBLICA* ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA  

 

ACTUACIÓN DE LA 
FISCALÍA Total 

BAJA MEDIA ALTA 

DIM2 
GESTIÓN 
PÚBLICA 

EN 
DESACUERDO 

Recuento 8 4 17 29 

% del total 14,5% 7,3% 30,9% 52,7% 

INDIFERENTE Recuento 3 18 4 25 

% del total 5,5% 32,7% 7,3% 45,5% 

DE ACUERDO Recuento 1 0 0 1 

% del total 1,8% 0,0% 0,0% 1,8% 

Total Recuento 12 22 21 55 

% del total 21,8% 40,0% 38,2% 100,0% 

 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 
 
 
 

Tabla N° 14 
Correlación no paramétrica de la hipótesis específica N° 02 

 

 

DIM2 
GESTIÓN 
PÚBLICA 

ACTUACIÓN 
DE LA 

FISCALÍA 

Rho de 
Spearman 

DIM2 GESTIÓN 
PÚBLICA 

Coeficiente de 
correlación 

1,000 ,424** 

Sig. (bilateral) . ,006 

N 55 55 

ACTUACIÓN DE LA 
FISCALÍA 

Coeficiente de 
correlación 

,424** 1,000 

Sig. (bilateral) ,006 . 

N 55 55 

Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

INTERPRETACIÓN: Como el nivel de significancia es menor que 0,05 

(0,006<0,05) rechazamos la hipótesis nula y aceptamos la hipótesis 

alternativa, luego podemos concluir que a un nivel de significancia de 

0,05 que La gestión contrataciones del estado se relaciona positivamente 

en el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos 
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de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal 

de Ucayali, 2017. 

Así mismo, el coeficiente de correlación de Spearman, muestra que existe 

correlación positiva moderada entre las dos variables y es 

estadísticamente muy significativo (r=0,424**, p=0.000<0.05) 

 

3) Ha: La legislación nacional se relaciona de manera positiva alta con el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali, 2017. 

H0: La legislación nacional no se relaciona de manera positiva alta con el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali, 2017. 

 
Tabla N° 15 
Tabla de contingencia de LEGISLACIÓN* ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA  

 

 

ACTUACIÓN DE LA 
FISCALÍA Total 

BAJA MEDIA ALTA 

DIM3 
LEGISLACIO
N 

EN 
DESACUERDO 

Recuento 8 4 17 29 

% del total 14,5% 7,3% 30,9% 52,7% 

INDIFERENTE Recuento 3 18 4 25 

% del total 5,5% 32,7% 7,3% 45,5% 

DE ACUERDO Recuento 1 0 0 1 

% del total 1,8% 0,0% 0,0% 1,8% 

Total Recuento 12 22 21 55 

% del total 21,8% 40,0% 38,2% 100,0% 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 
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Tabla N° 16 
Correlación no paramétrica de la hipótesis específica N° 02 

 
DIM3 

LEGISLACION 

ACTUACIÓ
N DE LA 

FISCALÍA 

Rho de 
Spearman 

DIM3 
LEGISLACION 

Coeficiente de 
correlación 

1,000 ,424** 

Sig. (bilateral) . ,006 

N 55 55 

ACTUACIÓN DE 
LA FISCALÍA 

Coeficiente de 
correlación 

,424** 1,000 

Sig. (bilateral) ,006 . 

N 55 55 
Nota: Fuente: Realizado por el investigador 

 
INTERPRETACIÓN: Como el nivel de significancia es menor que 0,05 

(0,006<0,05) rechazamos la hipótesis nula y aceptamos la hipótesis 

alternativa, luego podemos concluir que a un nivel de significancia de 

0,05 que la legislación nacional se relaciona positivamente con el registro 

de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de corrupción 

investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 

2017. 

Así mismo, el coeficiente de correlación de Spearman, muestra que existe 

correlación positiva moderada entre las dos variables y es 

estadísticamente muy significativo (r=0,424**, p=0.000<0.05) 

 

5.3. Discusión de resultados 

 En cuanto la primera tesis (DE LEON MARTINEZ, MARTINEZ 

QUINTANILLA, & RIVAS BONILLA, 2015) se llegó a una 

conclusión de que el poder político es un fuerte interviniente en el 

sector justicia, y por tanto también del proceso de persecución 

penal de aquellos funcionarios públicos acusados de cometer 
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delitos de corrupción, lo que hace que éstos evadan la justicia 

fácilmente, y mientras no se trate de despolitizar al Órgano 

Judicial, los delitos de corrupción de funcionarios públicos 

continuarán quedando en la impunidad, en cuanto a nuestra 

investigación se llegó a la conclusión de que los delitos de 

corrupción en la administración pública se relacionan con la 

actuación de la fiscalía anticorrupción de manera directamente 

proporcional, cuanto más delitos cometidos hay más actuación de 

la fiscalía anticorrupción.  

 En cuanto a la tesis de (TODOLIO GOMEZ, 2013), llego a una 

conclusión personal. “el alcance de los controles jurisdiccionales 

respecto de los actos discrecionales de la Administración Pública 

-capítulo V.3-, en mi opinión, deben considerarse para 

compararlas con el alcance del control del órgano jurisdiccional 

sobre el ejercicio de las funciones encomendadas al fiscal 

respecto de la acusación, salvando las notables diferencias en 

cuanto a las posibilidades de recurrir la decisión, ya que la 

decisión del fiscal no es un acto administrativo y, por tanto, 

fiscalizable por un sistema de recursos similar al previsto ante el 

órgano jurisdiccional contencioso-administrativo”. La cual difiere 

con nuestra investigación porque nosotros lléganos a la 

conclusión que la administración pública tiene una relación directa 

con la fiscalía en cuanto a la ética, contrataciones y legalización 

natural. 
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 En la tercera tesis (NACION ALBINO, 2016)mencionada llega a la 

conclusión número 7 de que La corrupción administrativa no es 

un problema de normas, es un problema de actitud personal y por 

lo tanto es indispensable no sólo fomentar principios de ética, 

transparencia, probidad, entre otros, al interior de las entidades 

de la administración pública, sino también, sensibilizar a la 

ciudadanía que es la directa destinataria de la actuación del 

Estado. En la cual se está de acuerdo por lo que la corrupción 

está relacionada con el cumplimiento de la ética en la actuación 

de la fiscalía anticorrupción.  

5.4. Aporte de la investigación 

Con la investigación es un aporte importante en el área de delitos de 

corrupción en la administración pública y la actuación de la fiscalía 

anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali ya que se comprobó que estas 

dos variables se relacionan positivamente en la cual existe relación con La 

ética de la función pública, La gestión pública y contrataciones del estado 

y La legislación nacional,es decir que tanto los delitos de corrupción en la 

administración pública y la actuación de la fiscalía anticorrupción en el 

distrito fiscal de Ucayali tienen una relación positiva baja. 
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CONCLUSIONES 

 

 Se pudo demostrar que la corrupción en la administración pública ha sido 

caracterizada por muchos factores, entre ellas cumplimiento de la ética, 

gestión pública y contrataciones del estado y legislación nacional, 

denotando que la más relevante y que es la base de todas las 

características es la falta de transparencia de los funcionarios; lo que da 

lugar al o descubrimiento de los delitos de corrupción. 

 

 Se llegó a la conclusión de que la interacción entre delitos de corrupción en 

la administración pública y la actuación de la fiscalía anticorrupción en el 

distrito fiscal de Ucayali tienen una relación positiva. 

 

 Con respecto a la interacción entre La ética de la función pública y el 

registro de denuncias con sentencias condenatorias en los delitos de 

corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito fiscal de 

Ucayali tienen una relación positiva. 

 

 Con respecto a la interacción entre La gestión pública y contrataciones del 

estado y el registro de denuncias con sentencias condenatorias en los 

delitos de corrupción investigados por la fiscalía anticorrupción en el distrito 

fiscal de Ucayali, se prueba que afecta a la administración pública teniendo 

relación con la fiscalía anticorrupción. 
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RECOMENDACIONES O SUGERENCIAS 

 

 Se recomienda para futuros trabajos hacer la evaluación con nuevos 

factores que puedan afectar a la administración pública y la fiscalía de 

anticorrupción en cuanto a sus sentencias condenatorias.  

 

 Se debe tomar en cuenta más, la ética y experiencia laboral en las 

contrataciones de personal para que no afecte a los ciudadanos y realiza 

sentencias injustas porque aquello afectaría a la ciudadanía 

negativamente, por la cual causaría desconfianza por parte de ellos.  

 

 Se recomienda probar con nuevas herramientas de procesamiento de 

datos ya que puede haber una variación entre ellos e infraestructura más 

avanzada 
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ANEXO 1 

MATRIZ DE CONSISTENCIA 
DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LA ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN EN EL DISTRITO FISCAL DE 

UCAYALI, 2017. 
PROBLEMA OBJETIVO HIPOTESIS VARIAB. DIMENSIÓN INDICADOR INSTRU METODOLOGIA 

 GENERAL 
¿En qué medida 
los delitos de 
corrupción en la 
administración 
pública se 
relacionan con la 
actuación de la 
fiscalía 
anticorrupción en    
el distrito fiscal de 
Ucayali, 2017? 
  
ESPECÍFICOS 
 
 ¿Cómo influye el 
cumplimiento de 
ética de la funcion 
publica en el 
registro de 
denuncias con 
sentencias 
condenatorias en 
los delitos de 
corrupción 
investigados por la 
fiscalía 
anticorrupción en 
el distrito fiscal de 
Ucayali, 2017? 
 
¿En qué medida la 
gestión 
contrataciones del 

GENERAL 
Determinar en qué medida 
los delitos de corrupción en 
la administración pública se 
relaciona con la actuación 
de la fiscalía anticorrupción 
en el distrito fiscal de 
Ucayali, 2017. 
 
ESPECIFICOS 
 
Conocer de qué manera se 
aplica la ética de la funcion 
publica y su relación en el 
registro de denuncias con 
sentencias condenatorias 
en los delitos de corrupción 
investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito 
fiscal de Ucayali, 2017. 
 
Evaluar en qué medida la 
gestión contrataciones del 
estado se relaciona con el 
registro de denuncias con 
sentencias condenatorias 
en los delitos de corrupción 
investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito 
fiscal de Ucayali, 2017. 
 
Analizar si la legislación 
nacional se relaciona con el 
registro de denuncias con 

GENERAL 
Hi: Los delitos de corrupción en la administración 
pública se relacionan de manera positiva alta con 
la actuación de la fiscalía anticorrupción en el 
distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
H0: Los delitos de corrupción en la administración 
pública no se relacionan de manera positiva alta 
con la actuación de la fiscalía anticorrupción en el 
distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
 
 

ESPECIFICAS 
 

H1: La ética de la funcion publica se relaciona 
positivamente en el registro de denuncias con 
sentencias condenatorias en los delitos de 
corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
H0: La ética de la funcion publica no se relaciona 
positivamente en el registro de denuncias con 
sentencias condenatorias en los delitos de 
corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
 
H2: La gestión contrataciones del estado se 
relaciona significativamente con el registro de 
denuncias con sentencias condenatorias en los 
delitos de corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
H0: La gestión contrataciones del estado no se 
relaciona significativamente con el registro de 
denuncias con sentencias condenatorias en los 
delitos de corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

V. I 
 
DELITOS DE 
CORRUPCIÓ
N 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
ETICA DE LA 
FUNCION 
PUBLICA 
 
 
 
 
 
GESTIÓN PÚBLICA 
Y 
CONTRATACIONE
S DEL ESTADO 
 
 
 
LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
-Valores y principios 
éticos del servidor 
público 
-Responsabilidad en 
sus actuaciones. 
-Conducta ética ante 
el conflicto de 
intereses 
 
-Principios que rigen 
las contrataciones 
-Tipología de los 
delitos de corrupción 
de funcionarios 
- Capacidad del 
deber. 
 
-Decreto Legislativo 
N° 957, Código 
Procesal Penal 
- Ley Nº 30483. Ley 
de la carrera fiscal 
- Decreto legislativo 
N° 635, código penal 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Cuestionari
o 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TIPO DE 
INVESTIGACION 
Correlacional, de 
nivel jurídico, 
descriptivo-explicativo. 
Correlacional  Y 
ESQUEMA DE LA 
INVESTIGACIÓN 
Diseño No 
experimental, 
correlacional, 
Transeccional. 
 

 
Leyenda:  
M = Abogados 
litigantes en delitos de 
corrupción de 
funcionarios con 
expedientes 
investigados en la 
Fiscalía Anticorrupción 
de Ucayali, periodo 
2017. 
OX= Delitos de 
corrupción 
OY= Actuación de la 
fiscalía anticorrupción 
r = relación entre 
variables 
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estado se relaciona 
con el registro de 
denuncias con 
sentencias 
condenatorias en 
los delitos de 
corrupción 
investigados por la 
fiscalía 
anticorrupción en 
el distrito fiscal de 
Ucayali, 2017? 
 
¿En qué medida la 
legislación nacional 
se relaciona con el 
registro de 
denuncias con 
sentencias 
condenatorias en 
los delitos de 
corrupción 
investigados por la 
fiscalía 
anticorrupción en 
el distrito fiscal de 
Ucayali, 2017? 

sentencias condenatorias 
en los delitos de corrupción 
investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito 
fiscal de Ucayali, 2017. 
 

 
H3: La legislación nacional se relaciona de manera 
positiva alta con el registro de denuncias con 
sentencias condenatorias en los delitos de 
corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 
H0: La legislación nacional no se relaciona de 
manera positiva alta con el registro de denuncias 
con sentencias condenatorias en los delitos de 
corrupción investigados por la fiscalía 
anticorrupción en el distrito fiscal de Ucayali, 2017. 

 
 
 

V.D 
 
ACTUACIÓN 
DE LA 
FISCALÍA 
ANTICORRU
PCIÓN 

 
 
 
 
 
 
 
 
REGISTRO DE 
DENUNCIAS CON 
SENTENCIAS 
CONDENATORIAS 
 

 

 
 
 
 
- Nivel de 
celeridad en la 
investigación fiscal 
-Confianza 
ciudadana 
- Carga procesal y 
laboral 
 

 
 
 
 
Cuestionari
o 

 

OXY= Observación de 
las variables  
 
POBLACION Y 
MUESTRA  
Población: Todos los 
Abogados litigantes en 
todos los delitos de 
corrupción de 
funcionarios con 
expedientes 
investigados en la 
Fiscalía Anticorrupción 
de Ucayali, periodo 
2017. 
Muestra: 
Representada por 55 
Abogados litigantes en 
todos los delitos de 
corrupción de 
funcionarios con 
expedientes 
investigados en la 
Fiscalía Anticorrupción 
de Ucayali, periodo 
2017, seleccionados 
mediante el tipo de 
muestreo no 
probabilístico 
intencional. 
TECNICA 
-La Encuesta 
-Cuestionario 
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ANEXO 2. Consentimiento informado 

 

 DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LA ACTUACIÓN 
DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN EN    EL    
DISTRITO FISCAL DE UCAYALI, 2017 

 

CONSENTIMIENTO INFORMADO 

 

Yo……………………………………………, abogado declaro que se me ha 

explicado que mi participación en la investigación sobre “DELITOS DE 
CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LA ACTUACIÓN DE 
LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN EN    EL    DISTRITO FISCAL DE UCAYALI, 
2017”, consistirá en responder un cuestionario que pretende aportar al 
conocimiento científico, comprendiendo que mi participación es una valiosa 
contribución. 

Declaro que se me ha informado ampliamente sobre los posibles beneficios, 
riesgos y molestias derivados de mi participación en el estudio, y que se me ha 
asegurado que la información que entregue estará protegida por el anonimato y 
la confidencialidad. 

El investigador responsable del estudio, JOHN HILBERT CHAHUARA ÑAUPA 
se ha comprometido a responder cualquier pregunta y aclarar cualquier duda 
que le plantee acerca de los procedimientos que se llevarán a cabo, riesgos, 
beneficios o cualquier otro asunto relacionado con la investigación. 

He leído esta hoja de consentimiento y acepto participar en este estudio según 
las condiciones establecidas. 

Pucallpa  …….. De julio del 2017 

 

 

----------------------------------                               -----------------------------------------      

     Firma participante                                              Firma investigador 
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ANEXO 3. instrumentos 

FICHA DE ENCUESTA 
UNIVERSIDAD NACIONAL “HERMILIO VALDIZÁN” HUÁNUCO 

ESCUELA DE POSGRADO 
 

 I. DATOS INFORMATIVOS: 
Abogado litigante en delito de corrupción……………………………………………. 
Expediente N°…………………..(2017) 
 

TITULO DE LA INVESTIGACIÓN 
 

DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LA ACTUACIÓN 
DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN EN EL DISTRITO FISCAL DE UCAYALI, 2017. 

 INSTRUCCIONES 
El presente instrumento está estructurado en (12) preguntas a la cual usted deberá 
responder marcando con una X la opción que considere más pertinente en cada una 
de las dimensiones, se le agradece ser lo más sincero que pueda, dejando explicito que 
la información suministrada por usted quedará en la más estricta confidencialidad. 
Por lo que mucho agradeceré facilitarnos la información de manera concreta y real 
según las variables e indicadores. 
 

Muchas gracias. 
 
 
 

CUESTIONARIO DE PREGUNTAS 
 
5 =MUY DE ACUERDO 4=DE ACUERDO 3=INDIFERENTE  2= EN DESACUERDO 1= TOTALMENTE 
EN DESACUERDO 

COD CRITERIOS POR DIMENSION E INDICADOR 
ESCALA 

1 2 3 4 5 

 VARIABLES 

X DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 
DIMENSION:  ETICA DE LA FUNCION PUBLICA  
INDICADORES:   -Valores y principios éticos del servidor público -Responsabilidad en sus actuaciones. 

-Conducta ética ante el conflicto de intereses 

1 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos cumplen los valores y principios éticos del servidor 
público y evitar de incurrir en delitos de corrupción de funcionarios en Ucayali? 

     

2 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos cumplen con su responsabilidad en sus actuaciones 
funcionales para no incurrir en delitos de corrupción de funcionarios en Ucayali? 

     

3 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos cumplen con la conducta ética ante el conflicto de 
intereses en sus actuaciones funcionales para no incurrir en delitos de corrupción de funcionarios en 
Ucayali? 

    
 

 
 
 

DIMENSION:     GESTIÓN PÚBLICA Y CONTRATACIONES DEL ESTADO      
INDICADORES: -Principios que rigen las contrataciones   -Tipología de los delitos de corrupción de 

funcionarios -Capacidad del deber. 

4 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos cumplen los principios que rigen las contrataciones 
para incurrir en delitos de corrupción en Ucayali? 

     

5 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos están capacitados para no incurrir en las diversas 
tipologías de los delitos de corrupción de funcionarios en Ucayali? 

     

6 
¿Considera Ud. que los funcionarios públicos están capacitados para cumplir su deber para no incurrir 
en las diversas tipología de los delitos de corrupción de funcionarios en Ucayali? 

     

 
DIMENSION:  LEGISLACIÓN NACIONAL 
INDICADORES: -Decreto Legislativo N° 957, Código Procesal Penal -Ley Nº 30483. Ley de la carrera fiscal 

- Decreto legislativo N° 635, código penal 

7 
¿Considera Ud. que el Decreto Legislativo 957, Código Procesal Penal es un instrumento legal 
suficiente que oriente los criterios jurídicos en la persecución de delitos de corrupción? 

     

8 
¿Considera Ud. que la Ley Nº 30483. Ley de la carrera fiscal es un instrumento legal suficiente que 
oriente los criterios jurídicos en la persecución de delitos de corrupción en Ucayali? 

     

9 
¿Considera Ud. que el Decreto legislativo N° 635, código penal es un instrumento legal que contempla 
todas las conductas típicas de corrupción? 
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Y ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 

 
DIMENCION:  REGISTRO DE DENUNCIAS CON SENTENCIAS CONDENATORIAS 
INDICADOR:   -Nivel de celeridad en la investigación fiscal  -Confianza ciudadana -Carga procesal y laboral 

10 

A su juicio ¿Cómo califica Ud. el nivel de celeridad de la fiscalía anticorrupción en las 
investigaciones de los delitos de corrupción en la administración pública de Ucayali, 2017? 
3. Muy alta 
2. Media 
1. Baja 

    

 

11 

A su juicio ¿Cómo califica Ud. el nivel de confianza ciudadana de la fiscalía anticorrupción 
en las investigaciones de los delitos de corrupción en la administración pública de Ucayali, 
2017? 
3. Muy alta 
2. Media 
1. Baja 

    

 

12 

A su juicio ¿Cómo califica Ud. la carga procesal y laboral de la fiscalía anticorrupción en 
las investigaciones de los delitos de corrupción en la administración pública de Ucayali, 
2017? 
3. Muy alta 
2. Media 
1. Baja 

    

 

…………………… 
INVESTIGADOR   
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ANEXO 4. Validación de instrumentos por jueces 
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NOTA BIBLIOGRÁFICA 

Abogado JOHN HILBERT CHAHUARA ÑAUPA 

Nació en el Distrito de Asillo, Provincia de Azángaro, Región de Puno, el 05 de 

octubre del año 1982, curso estudios de Educación Primaria en la Escuela 

Primaria de Menores 71014 – Centenario 1121 de la ciudad de Juliaca – Puno, 

y estudió Educación Secundaria en el Colegio Nacional “Gran Unidad Escolar 

las Mercedes” de la ciudad de Juliaca – Puno, así también estudio en el Colegio 

Nacional Industrial N° 45 “José María Arguedas” de la ciudad de Juliaca – Puno, 

Abogado por la “Universidad Nacional del Altiplano” – Puno, Colegiado en el 

Ilustre Colegio de Abogados de Puno, ha sido integrante del Poder Judicial del 

Perú: En el cargo de Especialista de Juzgado de la Corte Superior de Justicia de 

Madre de Dios (05/04/2010 hasta 31/03/2012), ha sido integrante del Ministerio 

Público del Perú en los siguientes cargos: Asistente en Función Fiscal de la 

Segunda Fiscalía Superior Penal de Ucayali - Distrito Fiscal de Ucayali 

(02/01/2013 hasta 02/04/2013), Fiscal Adjunto Provincial (p) de la Cuarta Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Coronel Portillo - Distrito Fiscal de Ucayali 

(03/04/2013 hasta 29/07/2014), Fiscal Adjunto Provincial (p) de la Fiscalía 

Provincial Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios 

de Ucayali - Distrito Fiscal de Ucayali (30/07/2014 hasta 07/06/2018), Asistente 

en Función Fiscal de la Fiscalía Superior Especializada en Delitos de Corrupción 

de Funcionarios de Ucayali - Distrito Fiscal de Ucayali (08/06/2018 hasta 

19/07/2018), Fiscal Adjunto Provincial (p) de la Fiscalía Provincial Corporativa 

Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Ucayali - Distrito 

Fiscal de Ucayali (20/07/2018 hasta 06/05/2019), Fiscal Provincial (p) de la 

Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Yarinacocha - Distrito Fiscal 

de Ucayali (07/05/2019 hasta 04/03/2020), actualmente se desempeña como 

Asistente en Función Fiscal de la Segunda Fiscalía Superior Civil y Familia  de 

Ucayali - Distrito Fiscal de Ucayali (05/03/2020 hasta la actualidad).   
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